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INTRODUCCIÓN 

 

 

En el deambular del hombre en el t iempo, e l Derecho ha sido su 

f ie l acompañante. En efecto, desde que el ser humano entró en 

contacto con sus semejantes su regulac ión socia l y conductual 

fue establecida de manera vinculatoría con él, por su campo 

normativo, posibi l itando así su convivencia en sociedad. 

 

A través de la histor ia, el Derecho ha sido el instrumento 

ordenador por antonomasia del acontecer humano, pieza 

fundamental para la evoluc ión social y más en estos t iempos de 

global izac ión. 

 

Por otro lado, el Derecho da vida, a través de sus normas, a la 

teología y valores sociales de mayor trascendencia para e l 

hombre, amoldándose éstas a su entorno real para responder con 

plenitud, a las exigencias que la sociedad requiere. 

 

De esta forma el Derecho resulta ser el e lemento transformador 

que genera la evoluc ión socia l, al t iempo que plasma en sus 

disposic iones los mandamientos que la propia sociedad 

determina, convirt iéndose así, en un factor indispensable para 

toda colectiv idad humana. 

 

En nuestros días, el desmesurado desarrol lo técnico y 

tecnológico, a la par de un intr incado panorama social, han 

propic iado la necesidad, cada vez más urgente, de cult ivar áreas 

de conocimiento que requieren una mayor especial izac ión, que 

permite efectuar un desenvolvimiento progresivo y armónico en 

el acontecer social. 



 

Este fenómeno ha generado a su vez la necesaria actual ización 

cognoscit iva de los propios especial istas, lo que aunado a lo 

anterior, genera una evoluc ión integral. 

 

Ante esta realidad, el Derecho no podría permanecer ajeno, por 

lo que ha sufr ido una notable y radical transformación, 

abocándose al anál is is y regulac ión de los fenómenos sociales 

tradic ionales y novedosos, originando a su vez el surgimiento de 

nuevos campos juríd icos, que t ienen por sí, un objeto propio y 

especial izado de estudio, requir iéndose además, su cotid iana 

actual ización. 

 

Y toda vez que uno de los aspectos más importantes del hombre, 

es su patrimonio, a éste se le ha protegido, para su seguridad y 

tráf ico, con el surgimiento de la Inst ituc ión del Registro 

Público de la Propiedad, que a su vez da nacimiento, con 

arreglo en las disposic iones legales y reglamentar ias apl icables, 

al Derecho del Registro Público de la Propiedad.  

 

Aunado a lo anterior, la inst ituc ión del Registro Público de la 

Propiedad, es un detonante de suma importancia para la 

economía del país, por lo que su buen funcionamiento puede 

crear un ambiente propicio para la inversión nacional e 

internacional, así s irviendo como un generador del capital.  

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO PRIMERO 

 

GENERALIDADES 

 

 

I.  CONCEPTO DEL DERECHO DEL REGISTRO PÚBLICO DE 

LA PROPIEDAD. 

 

 

Si conceptual izamos al derecho  como el conjunto de normas 

juríd icas que t ienden a regular la conducta del hombre en 

sociedad; aunado a que la palabra registro, que t iene, entre 

otras, las s iguientes acepciones: anotación o inscripción que se 

real iza sobre alguna cosa. También con el lo se alude al l ibro o 

l ibros en que se llevan las anotaciones. Por últ imo, diremos que 

con el término registro  se hace referencia a la of ic ina en donde 

se efectúan las anotaciones o asientos. 1 

 

En esta últ ima tesitura se encuentra s in duda, desde nuestra 

óptica part icular, el Derecho que regula al Registro Público de la 

Propiedad, rama juríd ica que añade tradic ión en nuestro país, 

inf lu ida especialmente por la legis lación española vigente en la 

Nueva España durante un periodo prolongado de nuestra histor ia 

y cuya evoluc ión ha sido manif iesta hasta nuestros días. 

 

Pensamos que el contenido del Derecho del Registro Público de la 

Propiedad es lo sufic ientemente vasto y especial izado para 

considerar lo un campo juríd ico autónomo que emana del Derecho 

Civi l  para convertirse en una rama del Derecho Administrat ivo, 

en el que existen además pr inc ipios y fundamentos propios de 

gran sol idez. 



 

A través del t iempo y tomando en cuenta el lugar, a esta rama 

del Derecho se le ha l lamado con diferentes denominaciones, a 

saber: derecho hipotecario, derecho publicitario, derecho 

inmobiliario, derecho registral, derecho del registro público 

de la propiedad, etcétera.  

 

De todas ellas, consideramos que la más apropiada, es la del 

Derecho del Registro Público de la Propiedad,  por las 

razones que más adelante señalaremos. 

 

No así derecho hipotecario,  que histór icamente fue denominado 

de esta manera porque protegía de cualquier gravamen 

hipotecar io anter ior a los acreedores y adquirentes posteriores, 

sobre todo si se recuerda la existencia de las hipotecas 

universales. Además, actualmente la función del Registro Público 

de la Propiedad no sólo trasciende a la protección de la 

propiedad s ino también a la posesión de algunos derechos reales 

y personales. 

 

En España se le nombra Derecho Hipotecario, debido 

esencialmente a los ordenamientos legales que lo regula, Ley y 

Reglamento Hipotecario , independientemente de que tal t ítu lo no 

corresponda a su verdadera esencia, pues su contenido excede 

por mucho a la sola regulación de la hipoteca. 

 

Derecho inmobiliario,  tampoco es adecuado ya que sólo se 

refiere a bienes inmuebles, y en la práctica también abarca a la 

inscr ipc ión de algunos bienes muebles, derechos personales, 

derechos reales, así como a la constituc ión de personas morales 

                                                                                                                                                                                 
1 “Diccionario Ilustrado de la Lengua Española Sopena”. Editorial Ramón Sopena, S.A. Barcelona, 
España, Décima Quinta Edición 2004. Págs. 230 y 620. 



y sus modif icaciones, las cuales han surgido de la necesidad del 

hombre de agruparse para alcanzar f ines comunes.2  

 

La denominación de Derecho Publicitario  tampoco la 

consideramos correcta, toda vez que se puede confundir con una 

rama de la mercadotecnia y entonces derecho public itar io 

signif icar ía el que regula la public idad o propaganda de bienes, 

servic ios e ideologías. 

 

La public idad que caracteriza al Registro Público de la Propiedad, 

es factib le lograr la a través de la inscripc ión o anotación de los 

actos y contratos referentes al dominio y otros derechos reales 

sobre bienes inmuebles. De esa manera es posible conocer el 

estado jurídico de la propiedad con todos sus antecedentes, 

transmis iones, modif icac iones, l imitac iones, gravámenes, etc., 

evitando así, hasta donde es posible, la comis ión de fraudes o de 

situaciones que pudieran conducir a error a los que intervinieren 

en las transacciones concernientes a la propiedad. 

 

Derecho  Registral también es equívoco, toda vez que existe un 

sin número de registros, ta les como el registro público de 

comercio; registro público de monumentos y zonas arqueológicas 

e históricas; registro público de monumentos en zonas artíst icas; 

registro nacional de valores e intermediar ios; registro 

patr imonial de los servidores públicos; registro nacional de 

inversiones extranjeras; registro aeronáutico; registro marít imo 

nacional; registro nacional agrar io; registro federal de electores; 

registro federal de contribuyentes; registro público nacional de 

la propiedad forestal; registro de crédito rural;  registro de 

asociaciones re l ig iosas; registro de organismos descentral izados; 

registro de población y de ver if icación de nacionalidad; registro 

                                                           
�
Colín Sánchez, Guillermo. “Procedimiento Registral de la Propiedad”. Editorial Porrúa, Décima 



de patentes y marcas; registro de importadores y exportadores; 

registro público de miner ía; registro federal de derechos de 

autor; registro de pesca; registro nacional de información 

geográfica; registro de sociedades cooperativas; registro de 

cámaras nacionales de comercio; registro de cámaras nacionales 

de industr ia; registro c iv i l;  registro de profesiones; registro 

nacional de estadística; etcétera. 

 

El Registro Público de la Propiedad, básicamente se dist ingue de 

casi todos los demás registros, porque los actos que se inscriben 

en él, surten efectos y son oponibles frente a terceros. La 

mayoría de los demás Registros no son otra cosa que catálogos 

de bienes o de personas y su fa lta de inscr ipc ión, en el mejor de 

los casos, no trae más sanción que la administrat iva y de índole 

pecuniar ia. 

 

El maestro Luis Carral y De Teresa, parece incl inarse por el 

cal if icat ivo Derecho Registral, aun cuando sea por exclus ión y 

por no parecerle satisfactor ias las denominaciones que en otros 

lugares del mundo se le han dado.3 

 

Por su parte, el Maestro Ramón María Roca Sastre, en sus 

estudios sobre estos temas le l lama Derecho Registral, 

argumentando, entre otros aspectos, que lo integra un conjunto 

de normas, un ordenamiento sistemático y diferenciado del 

Derecho Civi l,4 lo cual es incuest ionable, pero parcia l toda vez 

que no abarca todos los aspectos de esta rama del derecho. 

 

                                                                                                                                                                                 
Edición. México. 2002 Pág. 87  
�
 Carral y de Teresa, Luis. “Derecho Notarial y Derecho Registral”. Editorial Porrúa. Duodécima 

Tercera Edición México, 2003. Pág. 211 
�
 Roca Sastre, Ramón María y Roca Sastre Munconill, Luis. “Derecho Hipotecario”,  Séptima 

Edición. Barcelona, España. 1999. Pág. 85 



Consideramos que el t ítu lo Derecho Registral es inadecuado, no 

únicamente por la diversidad de registros que existen sino 

también por el objeto y f ines para los cuales fue inst itu ida la 

función registral en estudio, cuya naturaleza jur ídica no resiste 

semejante denominación, toda vez que no lo contempla 

íntegramente.  

 

Quienes adoptan tal denominación se basan entre otras cosas, en 

que está integrado por normas juríd icas. Esto es indudable; 

empero, si bien los Códigos Civi les de los Estados inst ituyen el 

Registro Público de la Propiedad de cada entidad, contemplando 

disposic iones generales, sus Leyes o Reglamentos las amplían y 

expl ican en detal le, lo cual corrobora que se trata de una rama 

surgida del propio Derecho Civi l ,  ampliando su campo de acción 

para c iertos f ines y efectos. A mayor abundamiento, es 

pertinente hablar de un Derecho Registral en e l sent ido estricto y 

propio del término, porque de acuerdo con su esencia, 

naturaleza, objeto y f ines, resulta evidente que es una rama del 

Derecho Civi l; y por ende, es autónomo, posee las característ icas 

propias y diferentes de otras disc ipl inas jur íd icas, y cuyos 

cimientos son lo sufic iente consistentes para soportar un 

cal if icat ivo como el que es objeto de nuestra atención. 

 

El Registro Público de la Propiedad es una inst itución 

administrat iva dependiente del Estado (Poder Ejecutivo local). 

Tiene por objeto proporcionar el servic io público de dar 

public idad a los actos juríd icos regulados por una rama del 

Derecho Civi l, cuya forma ha sido real izada pr imordialmente por 

la función notar ia l, con e l f in de faci l itar y dar certeza al tráf ico 

inmobil iar io a través de un procedimiento legal que busca 

primordialmente, en síntesis, la seguridad jur íd ica. 

 



El Registro Públ ico de la Propiedad  es una Instituc ión garante de 

la fe pública registral al servic io de la sociedad, creada con el 

objetivo de br indar seguridad juríd ica y public idad, a uno de los 

aspectos más importantes del ser humano, su patr imonio 

inmobil iar io, con arreglo en las disposic iones legales y 

reglamentar ias apl icables. 

 

Es el Estado quien debe proveer lo necesario para otorgar 

seguridad y defensa a los intereses legít imos, en el orden 

privado, que el tráfico juríd ico de los bienes inmuebles demanda, 

por el lo crea una dependencia encargada de esa función: El 

Registro Público de la Propiedad. Instituc ión que por medio 

de las inscr ipc iones o de las anotaciones que realiza, permite dar 

cabal cuenta del status que guarda la propiedad y otros derechos 

reales inscr ib ibles. 

 

A nuestro juicio, de lo que puede y debe hablarse con estricto 

apego a la real idad es de un procedimiento registral para la 

propiedad inmobil iar ia, regulado por el Derecho de Registro 

Público de la Propiedad, mismo que se ha constituido como 

una disc ipl ina juríd ica con la autonomía y jerarquía que en la 

actual idad poseen y que serán objeto de estudio en el cuerpo de 

este trabajo de tesis. 

 

 

II. DEFINICIÓN DEL DERECHO DEL REGISTRO PÚBLICO DE 

LA PROPIEDAD. 

 

 

A continuación, transcr ibiremos algunas def in ic iones que al 

respecto dan a conocer connotados juristas de la materia y que 



cita en su obra el maestro Bernardo Pérez Fernández del 

Casti l lo5: 

 

Así, e l maestro José Luis Pérez Lazala, a l respecto dice que: 

 

“Regula todo lo relativo a la registración de los actos de 

la constitución, declaración, transmisión, modif icación y 

extinción de los derechos reales sobre las f incas”.  

 

Por su parte, Jerónimo González y Martínez, lo def ine como:  

 

“El conjunto de normas que regulan los derechos reales 

inscribibles, determinan los efectos de las acciones 

personales contra terceros por la anotación y f i jan el 

especial alcance de las disposiciones de disponer”  

 

El maestro Ramón María Roca Sastre, lo def ine como:  

 

“Aquél que regula la constitución, transmisión, 

modif icación y extinción de los derechos reales sobre 

bienes inmuebles, en relación con el registro de la 

propiedad, así como las garantías estrictamente 

regístrales  “.6  

 

Giménez-Arnau, al respecto señala, que:  

 

“Es el conjunto de normas a que debe sujetarse la 

constitución, modif icación y extinción de los derechos 

reales sobre bienes inmuebles”.  

 

                                                           
�
 Pérez Fernández del Castillo Bernardo. “Derecho Registral”  Editorial Porrúa, S.A. Cuarta 

Edición. México. 2003. Pág. 64 
�
 Roca Sastre, Ramón María y Roca Sastre Munconill, Luis. Obra citada. Pág. 26 



La defin ic ión que al respecto da el L icenciado y Notario Público 

Bernardo Pérez Fernández del Casti l lo,  respecto a este tema, 

dice, que:  

 

“Es el conjunto de normas de derecho público que 

regulan la organización del registro público de la 

propiedad, el procedimiento de inscripción, y los efectos 

de los derechos inscritos”.  

 

Defin ic ión a la que casi nos adherimos por considerarla la más 

completa, por contener tres elementos esenciales, a saber: 

 
 

1º.  El material o sustantivo, consistente en el estudio de 

los derechos inscrib ibles; 

 

2º.  El formal o adjetivo, que comprende la regulación del 

procedimiento de inscr ipc ión y sus efectos; y 

 

3º.  E l orgánico,  que no es otra cosa que la regulac ión de 

la estructura constitut iva del registro público de la propiedad 

para su funcionamiento. 

 

Por lo anter ior, podemos afirmar que el Derecho del Registro 

Público de la Propiedad es: 

 

“  El conjunto de normas jurídicas relativas al 

patrimonio inmobiliario y mobiliario, así como a integración 

y modificación de personas morales, en los términos de la 

legislación civil,  que requieren de una publicidad adecuada 

para surtir sus efectos jurídicos frente a terceros, a fin de 

otorgar la debida certeza y seguridad jurídica, tanto a los 

titulares registrales como a todos aquéllos que están 



obligados a respetar los derechos generados por éstos; 

mediante su inscripción en el Registro Público de la 

Propiedad, institución que está organizada y estructurada 

según los ordenamientos locales“ 

 

 

III. ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL DERECHO DEL 

REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. 

 

 

El Derecho del Registro Público de la Propiedad, af irman algunos 

autores, no es una inst ituc ión juríd ica contemporánea, sus 

orígenes se remontan al derecho Germánico; sin embargo, en la 

Roma antigua, aunque no exist ió public idad registral, fueron 

creadas instituciones de gran importancia como la Mancipatio  y 

la In jure cessio  en las cuales se ha pretendido encontrar el 

antecedente más remoto del Derecho del Registro Público de la 

Propiedad, por la public idad que l levaban implíc itas. 

 

a)  En Roma, la mancipatio  era una forma contractual, 

caracterizada por un acentuado formalismo complementado por 

solemnidades, que inc luían frases, r ituales, gestos y las 

actitudes en general de los que en ella intervenían, lo que 

permit ía el perfeccionamiento de la operación, con los efectos 

legales deseados de la época. 

 

Las partes que intervenían en el la eran: el transferente 

“mancipio dans”, el adquirente “mancipio accipiens”, un agente 

público “ l ibripens” y c inco testigos “tesis classicis”. 

 

Consist ía en que el “mancipio accipiens”  y el “mancipio dans”, 

ante el “ l ibripens”  y los “tesis classicis”  comparecían para que el 



primero pronunciara las palabras rituales “muncupatio”  a la vez 

que ponía su mano sobre la cosa que el acto s imbolizaba, por 

ejemplo en el caso de un predio enajenado, podía consist ir en un 

puñado de t ierra de él o de otra cosa que lo representara. 

Después golpeaba la “ l ibra”  (balanza) que sostenía el “l ibripens”, 

con una rama de árbol. 

 

La operación se real izaba estando presentes los mencionados en 

el párrafo que antecede y quedaba a cargo del agente público la 

observación del acostumbrado  “nuncupatio”, de acuerdo con el 

t ipo de cosa que era objeto de la enajenación. 

 

La “In Jure Cessio”, en cambio, era una simulac ión de un juic io 

reivindicatorio de bienes muebles e inmuebles, y en donde el 

actor “vindicante”  comparecía al igual que el demandado “in jure 

cedens” frente a un magistrado y en presencia de testigos, con 

los r itos procesales de la “legis actio sacramenti in rem”, en 

donde el “in jure cedens” confesaba la demanda, por lo que el 

órgano jurisdiccional mencionado pronunciaba sentencia, 

declarando que e l derecho de propiedad pasaba al “vindicante”.7  

 

Años más tarde, superada la etapa de la “ legis act iones” cuyas 

característ icas de formalismo acentuado disminuyeron 

considerablemente con el surgimiento de la “tradit io”, que rebasó 

y ecl ipsó a las instituc iones a las que hic imos referencia y que 

consist ía en la entrega de la cosa, sin r itos o formulismos, con 

desapoderamiento. Por eso, en el lenguaje juríd ico moderno, 

tradit io  también quiere decir entrega o transmis ión. 

 

                                                           
�
 Margadant Guillermo. “Derecho Romano”  Editorial Porrúa, S.A.. Cuadragésima Octava Edición 

2003 México. Págs. 89-95. 



Por lo que concluimos que en la antigua Roma fue inc ipiente la 

public idad de los actos juríd icos, toda vez que solamente se 

hacia entre los que partic ipaban en el los. 

 

b)  En Alemania se pretendió equiparar las formas 

adoptadas ante el Thinx con la Mancipatio , y las observadas ante 

el Auflassung con la In Jure Cessio, en donde para la transmis ión 

de los inmuebles se observaban formalismos solemnes, en 

princ ipio orales y más tarde escritos. Primeramente los actos se 

escrib ían en los archivos judicia les o en los locales, y después, 

en los l ibros especiales. 

 

Así tenemos que el “Thinx” era una forma solemne de trasmit ir  

inmuebles y consist ía en ciertos r itos o simbolismos que se 

ejecutaban ante la asamblea popular o ante el consejo comunal 

“thinx o mallus”; la ceremonia era presidida por e l thinxmann, 

quien era e l jefe de la asamblea. El transmítete entregaba 

simbólicamente al adquirente el inmueble, ante la asamblea o 

consejo y el adquirente quedaba investido de la t itu laridad de la 

cosa. 

 

El Auflassung  era otra forma solemne de trasmit ir inmuebles, de 

carácter judicia l,  s imilar a la jurisdicc ión voluntar ia, toda vez 

que el juez constataba públicamente la invest idura. Aquí no 

exist ía una entrega simbólica sino que e l transferente 

abandonaba el inmueble y e l juez proclamaba la investidura al 

adquirente. 

 

Ambas formulas, “Thinx” y” Auflassung” fueron, primero orales y 

más tarde se hicieron por escrito, pero siempre se inscrib ieron, 

primero en los archivos judic ia les o locales y posteriormente en 

l ibros especiales para e l efecto, dando nacimiento al pr inc ipio de 



registrac ión o inscripc ión, aunado a que en ambos casos se 

hacían ante la colectiv idad para su public idad. Por ello, se 

considera que estos fueron la génesis de derecho registral de 

nuestros días.8 

 

La inf luencia del Derecho Romano debil itó las inst ituc iones 

germánicas, s iendo hasta el s ig lo XVII cuando el ant iguo sistema 

entró nuevamente en vigor, para después alcanzar 

inst ituc ional idad juríd ica en el Código Civi l  de 1896. 

 

c)  En España, una forma de public idad registral se ha 

pretendido justif icar en la  “robración” ,  a través de la cual, 

públicamente y observando algunas formalidades y solemnidades 

se transmit ían los inmuebles uti l izando un documento “Carta o 

Escritura”, que era la rat if icac ión pública y solemne de la 

transferencia. 

 

La “robración”  fue establec ida por los dist intos fueros que 

rig ieron la vida juríd ica española. 

 

La dominación romana a la española se reflejó también en lo 

juríd ico, y fueron la Traditio  y la In Jure Cessio  las 

inst ituc iones adoptadas hasta la creación de los Ofic ios de 

Hipotecas. Estos eran públicos, aunque restringidos a las 

transacciones sobre inmuebles, especialmente gravámenes e 

hipotecas, todo lo cual arroja como consecuencia, un índice 

considerable de public idad. 

 

Los historiadores del derecho indican que en los Ofic ios de 

Hipotecas, para su registro se uti l izaba la pr imera copia del 
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documento formulado por el escribano, misma que se anotaba al 

pie del test imonio con la referencia correspondiente al registro. 

 

Se afirma que la Ley Hipotecaria de 1861, es en real idad la que 

crea la public idad registral, con el f in de evitar la c landestin idad 

o el ocultamiento de aquéllos aspectos relac ionados con el tráf ico 

de la propiedad inmobil iar ia en perjuic io de terceros de buena fe. 

 

Esa ley establec ió normas de gran trascendencia en el orden 

registral, y tuvo a la vez como fuente de inspirac ión, hasta cierto 

punto, el s istema del Acta Torrens  establecido en Austral ia y 

además, algunos princ ipios del Derecho Germánico.  

 

El s istema Austral iano surgió en Áfr ica del Sur a mediados del 

s ig lo XVIII, fue ideado por Sir Robert Richart Torrens, quien 

quiso dar seguridad a los t ítu los de las propiedades en Austral ia, 

donde había dos t ipos de t ítu los; el directo, que venía solamente 

de la corona, por lo tanto inatacable; y e l der ivado de el la, que 

no estaba reglamentado toda vez que no exist ía un sistema de 

control o registro, prestándose a fraudes, por lo que Torrens 

procuró que todos los t ítu los fuesen directos, es decir, como si 

proviniesen de la corona (Estado). Para ello establec ió un 

sistema semejante a la inmatr iculación, es decir, dando acceso al 

inmueble, por primera vez, en el registro público. La 

inmatr iculac ión era voluntar ia, pero una vez hecha la f inca 

quedaba sometida al s istema registral que tenía por objeto 

comprobar la existencia de la f inca, su ubicación y l inderos y 

acreditar e l derecho del inmatriculante, as í como hacer 

inatacable ese derecho, creándose un t ítu lo único y absoluto.  

 

Dicho procedimiento consist ía en la presentación de una sol ic itud 

a la que se acompañaba planos, t ítulos y demás documentación 



necesaria para identif icar la f inca, documentos estos que eran 

examinados por la ofic ina registral, y s i de e l la se desprendía 

que era procedente, se publicaba en los estrados de dicha of ic ina 

en un término perentorio, a efecto de que se presentara 

oposición fundada por cualquier interesado, vencido el p lazo sin 

oposición de tercero, se hacía el registro y se redactaba el 

certif icado del t í tulo, que era expedido por la corona, siendo 

irrevocable y con el que se acreditaba la propiedad de la f inca y 

por ende se daba la posibi l idad de trasmit ir la propiedad 

mediante un simple “memorándum” que era como un endoso, 

creando certeza juríd ica en el tráf ico inmobil iar io de la época .9 

 

 

IV.- EL DERECHO DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD 

Y SU RELACIÓN CON EL DERECHO NOTARIAL. 

 

 

El Derecho Notarial y e l Derecho del Registro Público de la 

Propiedad están ínt imamente concatenados y cada uno de el los 

está también ínt imamente unido al Derecho Civi l , fuente de ellos, 

pero con lazos pecul iares, por dist intas causas y en diversa 

forma. 

 

El Derecho Notarial, adjetivo, da al Civi l , sustantivo, la forma de 

ser, así como la forma de valer, s iendo la forma notaria l también 

un aspecto de la public idad, aunque muy l imitada, toda vez que 

se da exclus ivamente entre las partes que intervienen10. 
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El Derecho Civi l establece que para que el contrato sea vál ido, 

las partes deben reunir las condic iones de capacidad, 

consentimiento mutuo, objeto l íc ito, y que se haya celebrado con 

las formalidades externas que exige la ley.  

 

Se ve que el Derecho Civi l, norma sustantiva, que regula el 

nacimiento de los derechos subjetivos, considera la forma como 

una de las causas de val idez o de inval idez de los actos jurídicos. 

Contempla e l negocio juríd ico de frente y a fondo; y al 

considerar conveniente que en determinados casos reúna ciertas 

formalidades externas, establece que si éstas faltan, el contrato 

puede ser invál ido; pero se ve también que cuando habla de 

formalidades, se refiere a ellas como a una cosa ya hecha. 

Habla, por ejemplo, de “escritura pública”; pero no es el 

Código Civi l e l que la def ine, s ino la Ley Reglamentaria del 

Notariado. 

 

En México se estimó que este papel le toca al Derecho Notarial, 

que es un derecho adjetivo, o sea un mejor medio para lograr un 

f in. El derecho notaria l puro no estudia e l acto juríd ico, sino sólo 

el instrumento público que es el continente del acto juríd ico 

contenido. 

 

Aunque el estudioso del notariado sabe que todo el s istema que 

estudia, y el edif ic io que está construyendo de reglas de forma 

es para lograr un molde perfecto, sabe también que dentro de 

éste va a quedar encerrado un acto juríd ico. 

 

El Derecho Notarial, pues, s irve al Derecho Civi l y le proporciona 

moldeada y del imitada la “forma”, de que vagamente habla el 

Código Civi l y que en cambio el notaria l se encarga de presentar 



concreta, precisa y sólidamente: el instrumento público que 

contendrá al acto juríd ico.  

 

El derecho del registro público de la propiedad también s irve al 

Derecho Civi l,  pues hace posible y faci l i ta la public idad que 

deben revestir c iertos actos, o ciertas situaciones o status cuya 

naturaleza as í lo requieren, para la debida seguridad juríd ica. 

 

La relac ión o la dependencia que existe entre e l derecho civ i l y e l 

derecho notarial y del derecho del registro público de la 

propiedad, es dist inta que la interdependencia existente entre el 

derecho notaria l y el derecho del registro público de la 

propiedad, pues ambos persiguen, por diferentes medios, una 

misma idea: la seguridad jurídica.   

 

Por eso no pueden, ni deben, estar enteramente separados. 

Existen entre el los vínculos y dependencias recíprocas, así como 

cierta cont inuidad, que va del Derecho Notaria l hacia el Derecho 

del Registro Público de la Propiedad,  que los l iga fuertemente. 

 

Por regla general, en el Derecho Posit ivo Mexicano no existe el 

s istema registral  constitut ivo y por ende el derecho subjetivo 

nace por el consentimiento de las partes, extraregistralmente y 

ante el notario público, perito en derecho que tiene la 

responsabil idad de cerciorase que el acto juríd ico contenido en el 

instrumento reúna todos y cada uno de sus elementos.  

 

Ya nacido y precisado el derecho, va, en forma de testimonio de 

escritura pública, al Registro Público de la Propiedad, para ahí 

recibir la public idad que el derecho civ i l  exige del acto. Necesita, 

por tanto, el notario público, tomar en consideración las 

disposic iones legales que regulan al Registro Público de la 



Propiedad, para que el acto que autorice sea perfecto, pues su 

perfección no se logra sino hasta que queda debidamente 

registrado. Por su parte, el registrador, servidor público del 

registro, t iene también una facultad de cal if icación que le 

permite desechar el instrumento notaria l cuando éste no reúne 

algún requis ito legal e indispensable para su inscr ipc ión. 

 

Es tal la interdependencia de estas dos ramas de la c iencia 

juríd ica que var ios autores han intentado unir las, ya sea 

sugir iendo que el contrato se hiciera ante la presencia del 

registrador, o bien que el notar io público cal if icara y registrara el 

acto también, pero como dif ieren en su contenido y en sus 

característ icas, consideramos que esa unión o amalgama no es 

probable que l legue a lograrse en nuestro sistema juríd ico 

posit ivo.  

 

 

V.- UBICACIÓN DEL DERECHO DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA 

PROPIEDAD EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO.  

 

 

Motivo de preocupación o polémica para tratadistas estudiosos de 

este tema, ha sido la ubicación del Derecho del Registro Público 

de la Propiedad en nuestro sistema juríd ico, ya que algunos 

consideran que se encuentra colocado dentro del Derecho 

Público, y más concretamente dentro del Derecho Administrat ivo, 

tomando en cuenta a la Inst ituc ión Gubernamental que presta el 

servic io público registral, su procedimiento y organización; otros 

lo s itúan dentro del Derecho Privado, tomando en cuenta sus 

f inal idades, y as í se estudia en algunas univers idades como parte 

del curso de contratos, o también como parte del curso de bienes 

y derechos reales, y en otras, como en nuestra alma mater, la 



Universidad Nacional Autónoma de México, se estudia 

conjuntamente con el derecho notaria l. 

 

Dentro de las tendencias pr ivat istas que lo estudian como una 

materia autónoma, inc lus ive con una reglamentación especial, 

c itan por ejemplo el caso de España, donde las leyes hipotecar ias 

están separadas del Código Civi l , es decir no contemplado en el 

texto del Código Civi l  y s í en una ley especial.  

 

Independientemente de quien preste el servic io, sean los 

part iculares como por ejemplo en Chile, o el estado como en la 

República Mexicana. Conviene recordar que en su aspecto 

histór ico, el of ic io de hipotecas, era un of ic io vendible o 

enajenable y se prestaba por los part iculares, por ende dentro 

del derecho civ i l .  

 

Nosotros consideramos que en nuestro país, por las 

característ icas que posee y que en el cuerpo de este documento 

desarrol laremos, debe clasif icarse dentro del derecho público, 

propiamente en e l derecho administrativo. 

 

 

VI. ANTECEDENTES DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA 

PROPIEDAD EN MÉXICO. 

 

 

El Derecho del Registro Público de la Propiedad es una inst ituc ión 

que está regulada en los códigos civ i les de los estados, en su 

caso, en sus leyes o reglamentos, lo anterior de conformidad con 

lo establecido en el art ículo 121 de la Const ituc ión Pol ít ica de los 

Estados Unidos Mexicanos, que en lo conducente señala: 

 



“En cada estado de la federación se dará entera fe y 

crédito de los actos públicos, registros y 

procedimientos judiciales de todos los otros. El 

congreso de la unión, por medio de leyes generales, 

prescribirá la manera de probar dichos actos, registros 

y procedimientos, y el efecto de el los, sujetándose a 

las bases siguientes: 

I.- “…. 

II.-  Los bienes muebles e inmuebles 

se regirán por la ley del lugar de su ubicación.” 

 

Para efectos didácticos, estudiaremos los antecedentes del 

Derecho del Registro Público de la Propiedad en el Distr ito 

Federal, que fueron de los primeros en aplicac ión en nuestro país 

y más aun cuando el Código Civi l  para e l Distr ito Federal,  hasta 

hace poco t iempo regía en mater ia común para e l Distr ito Federal 

y para toda la República en mater ia federal. 

 

a)   Durante la época de La Colonia tuvo franca vigencia la 

antigua legis lac ión española (Leyes de Indias, Siete Partidas, 

Novís ima Recopilación, Cédulas Reales, etc.). 

 

En esos cuerpos legales se regularon las funciones de los 

escribanos y lo referente a los protocolos de aquél entonces, en 

donde se hacían constar las operaciones de las partes 

contratantes, las declarac iones de los testigos, e l depósito de los 

protocolos, la obl igación de los jefes de los archivos de mostrar 

a las partes los l ibros, etc. 

 

De todas esas disposic iones, estrictamente hablando, nada claro 

se desprende en materia registral,  por lo menos en la forma en 

que conocemos a la Inst ituc ión en la actual idad. 



 

Todo lo que se ha pretendido considerar como antecedentes 

auténticos en el orden registral en México, a nuestro juic io, sólo 

son datos relac ionados en forma más directa con la función 

notaria l, que sin duda con el transcurso del t iempo y atendiendo 

a las múlt ip les necesidades que el tráf ico juríd ico de la 

propiedad, e l crédito y otros aspectos juríd icos importantes 

fueron demandando, hic ieron fact ible la creación del Registro 

Público de la Propiedad y luego el Registro Público del Comercio. 

 

b)   A nuestro juicio, el Registro Público de la Propiedad 

fue creación del Código Civi l  del Distr ito Federal y Territor ios de 

la Baja Cal ifornia de 1870, aprobado por el Congreso de la Unión 

por decreto del 8 de diciembre de 1870, entrando en vigor e l 1º 

de marzo de 1871, que en su Capítulo IV se refería al registro de 

hipotecas e indicaba que la hipoteca sólo producía efectos a 

part ir del momento en que fuere registrada. 

 

c) Durante el gobierno del Presidente Juárez, el 28 de 

febrero de 1871, se expidió e l Reglamento del T ítulo XXIII del 

Código Civi l  del Distr ito Federal y de la Baja Cal ifornia vigente 

en ese momento.  

 

Este Reglamento ordenó, por primera vez, se instalara la of ic ina 

denominada “Registro Público de la Propiedad”,  en el pueblo 

de Tla lpan y en la capital del territor io de Baja Cal ifornia, 

teniendo un Director y un Of ic ia l encargado de cuatro secciones, 

y la misma distr ibución se ordenó para la Baja Cal ifornia. El 

Registro dependía del Minister io de Justic ia, quien entregaba a la 

ofic ina del Registro los l ibros correspondientes que debían 

contener determinados datos de acuerdo con las secciones a las 

que perteneciera. 



 

Pr imero se instaló la of ic ina de la Ciudad de México y luego la 

del pueblo de Tla lpan. Posteriormente, al irse creando los 

Juzgados de Primera Instancia, funcionaron a cargo de los Jueces 

respectivos los Registros Públicos de la Propiedad de 

Azcapotzalco, Xochimilco, Coyoacán y Tacubaya.  

 

d)    En el Código Civi l  del Distr ito Federal y Terr itor ios de 

la Baja Cal i fornia de 1884, el T ítulo Vigésimo Tercero int itu lado: 

“Del Registro Público”  comprendió cuatro capítulos: primero, 

disposic iones generales; segundo, de los t ítu los sujetos a 

registro; tercero, del modo de hacer el registro; y cuarto y 

últ imo, de la ext inción de las inscr ipciones. 

 

En el capítulo primero se ordenaba el establecimiento del 

Registro Público  en toda poblac ión en donde hubiera Tribunal de 

Pr imera Instancia. 

 

La ofic ina denominada Registro Público  estaba integrada por 

cuatro secciones: 

 

I.  Registro de t ítu los traslat ivos de dominio de los inmuebles 

o de los derechos reales, diversos de la hipoteca. 

II.  Registro de Hipotecas. 

III.  Registro de Arrendamiento. 

IV.  Registro de Sentencias. 

 

Se estableció como obligación que se llevara un índice, con uno 

de los or ig inales de los instrumentos en donde se consignaría la 

compraventa para formar un archivo especial. 

 



Tanto el Código Civi l  de 1870 como el de 1884, establec ieron lo 

que atendiendo a la doctr ina imperante l laman sistema 

declarativo, aunque tratándose de la hipoteca, que era la 

excepción de la regla, ésta nacía propiamente en cuanto se había 

inscr ito en e l Registro Público de la Propiedad, lo que se traduce 

en este orden en la manifestac ión del carácter const itutivo  de tal 

acto. 

 

Durante el gobierno del Presidente Venustiano Carranza, la 

hipoteca fue objeto de modif icac ión, establec iéndose que sólo 

producía efectos contra terceros a part ir del momento de su 

inscr ipc ión en el Registro Público de la Propiedad, de tal manera 

que por sí misma se constituyó vál idamente, independientemente 

de su registro. 

 

Los Códigos de referencia consagraron el l lamado principio de 

publicidad  atr ibuido al registro público de la propiedad, como 

puede desprenderse del contenido de diversos art ículos; por otra 

parte, sentaron las bases necesarias para e l resurgimiento y 

operación de la Institución Registral de acuerdo con las 

necesidades prevalentes en esa época. 

 

La organización establecida por los anteriores ordenamientos 

juríd icos perduró hasta el año de 1921, en que se l levó a cabo la 

central izac ión del Registro Público  de la Propiedad en el Distr ito 

Federal, concretándose por tal motivo los órganos 

jurisdicc ionales encargados del Registro, a sus funciones 

característ icas. 

 

e)    El 8 de agosto de 1921 entró en vigor otro Reglamento del 

Registro Público de la Propiedad en el Distr ito Federal. 

 



Su capítulo pr imero se refería al Registro en general y al 

personal de la ofic ina, y en el cual se estableció un Director 

General, cuatro Jefes encargados de las secciones, 1a., 2a., 3a. 

y 4a., Of ic ia les Auxil iares y Escr ib ientes. 

 

El Director debía ser abogado, con cinco años de práctica en la 

profesión o en la judicatura, de reconocida probidad y no haber 

sido sentenciado en una causa criminal. 

 

Los Jefes de Sección reunir ían los mismos requisitos que el 

Director, con excepción de la práctica profesional que debía ser 

por lo menos de tres años. Para los Of ic ia les Auxil iares no se 

requería que fueran abogados, pero sí debían satisfacer los 

requis itos referentes a la probidad, y por últ imo acreditar con un 

examen práctico, ante uno de los Jefes de Sección, tener 

conocimientos generales sobre los t ítu los notar ia les y sobre las 

inscr ipc iones registrales. 

 

Las obl igaciones del Director son las mismas a que se referían 

los anter iores reglamentos; igualmente las de los Jefes de 

Sección, Of ic ia les y Auxil iares. 

 

La Sección Primera era para el registro de los t ítu los traslat ivos 

de dominio de inmuebles o derechos reales diversos de la 

hipoteca impuesta sobre aquéllos; 

 

La Sección Segunda se destinaba al registro de hipotecas y 

embargos; 

 

La Sección Tercera era para el registro de arrendamientos y 

para actos referentes a la beneficencia pr ivada; y 

 



La Sección Cuarta correspondía al registro de sentencias, 

cédulas hipotecarias, sucesiones, partic ipación de bienes 

hereditar ios y en general a todas las resoluciones judic ia les. 

 

Cada sección funcionaba con las característ icas que el propio 

reglamento indicaba. También se regulaba lo re lat ivo a legajos o 

apéndices. Cada l ibro se inic iaba con nueva numeración y sólo se 

hacían en é l las inscr ipc iones correspondientes a su sección. 

Además de los l ibros se l levaba una sección de archivo con l ibros 

de índices de predios y propietar ios. A diferencia del reglamento 

de 1871, los l ibros eran autor izados por el Gobernador del 

Distr ito Federal y por el Secretario General de Gobierno. 

 

En cada sección exist ía un cuaderno de “Documentos Generales” 

para coleccionar los of ic ios recibidos del gobierno y de 

autoridades judic iales. 

 

f) . Con fecha 5 de agosto de 1988, se publicó en el Diar io 

Of ic ia l de la Federación e l Reglamento del Registro Público de la 

Propiedad del Distr ito Federal, promulgado el 17 de septiembre 

de 1987 vigente a partir del día siguiente de su publicación hasta 

el 24 de noviembre de 2006, disposic ión que sustituyó al 

Reglamento del Registro Público de la Propiedad de fecha 6 de 

mayo de 1980.  

 

g). El día 8 de noviembre de 2006 se promulgo en la residencia 

ofic ia l del Jefe de Gobierno del Distr ito Federal, e l  Reglamento 

del Registro Público de la Propiedad del Distr ito Federal, 

ordenamiento que entró en vigor el 25 de noviembre del mismo 

año, siendo el v igente a nuestros días. 

 

 



 



CAPÍTULO SEGUNDO 

PRINCIPIOS REGISTRALES 

 

 

Los princ ipios regístrales expl ican el contenido y función del 

Registro Público de la Propiedad.  Asimismo, están totalmente 

l igados entre sí, de tal suerte que no pueden exist ir de manera 

independiente o autónoma. Su nombre no se deriva de un 

término f i losóf ico inmutable, s ino que se refiere a la constituc ión 

de una técnica didáctica para el estudio del Derecho del Registro 

Público de la Propiedad, que da origen a la instituc ión del 

Registro Público de la Propiedad y s irven de explicac ión teórica y 

práctica de la función registral. La mayoría de los tratadistas los 

estudia en forma sistemática, y los definen como: 

 

Roca Sastre, dice que:   

 

“Son los principios las orientaciones capitales, las l íneas 

directrices del s istema, la serie sistemática de bases 

fundamentales, y el resultado de la sistematización del 

ordenamiento jurídico registral”. 1 

 

Por su parte Jerónimo González, a l respecto establece que: 

 

“No cabe duda, que en la técnica jurídica de estos 

últ imos cien años se ha desarrol lado una corriente 

metodológica que busca en los grupos de preceptos de 

derecho privado, unas orientaciones generales que 

jugando a modos de principios, informan la discipl ina 

estudiada y sirven para resolver los problemas 
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concretos. Tal vez en esta vía sean los primeros y hayan 

incurrido en exageración... “. 2 

 

Carral y de Teresa manif iesta, que:  

 

“Los preceptos del registro público son un laberinto. Se 

refieren a una materia sumamente compleja, y 

generalmente están distr ibuidos con desorden y en 

cierta promiscuidad que produce confusión en el jurista, 

y son enredos y embrol los de los que sólo puede salirse 

si tenemos algo que nos orienta, nos encamina, nos 

conduzca por el camino de la verdad. Esa luz que nos 

encausa, nos la da los principios registrales”.3 . 

 

De lo anterior se desprende que los estudiosos del tema 

consideran que ese sistema de estudio es anacrónico y 

anquilosante, pues se ha convertido en dogmático, entorpeciendo 

el estudio del registro público de la propiedad. 

 

Por su parte Celestino Cano Tel lo4, c las if ica los princ ipios 

regístrales, de la siguiente manera: 

 

 

a)  Principios materiales,  inc luyendo en estos la 

inscr ipc ión y especial idad; 

 

b)  Principios formales,  abarcando la rogación, 

legal idad y tracto sucesivo; y 
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c)  Principios mixtos, constituidos por el 

consentimiento, la public idad (fe pública y legit imación), 

y pr ior idad. 

 

Por nuestra parte, concluimos que:  

 

Los princ ipios regístrales son aquéllas or ientaciones que sirven 

de base o fundamento para expl icar pr inc ipalmente el 

procedimiento y la función de la instituc ión del Registro Público 

de la Propiedad y están plasmados, tanto en el Código Civi l  

apl icable a la ubicación del inmueble, como en la Ley y/o 

Reglamento del Registro Público de la Propiedad correspondiente; 

son la base y presupuesto de todo el s istema registral, en virtud 

de que los efectos y alcances de lo registrado, dependen de 

el los. 

 

Por cuestiones didácticas e i lustrativas, en e l presente capítulo 

estudiaremos los princ ipios regístrales, y los relac ionaremos con 

los preceptos del Código Civi l  para el Distr ito Federal en vigor 

(CCDF), y del Reglamento del Registro Público de la Propiedad 

del Distr ito Federal (RRPPDF) correspondiente. 

 

 
I. DE PUBLICIDAD 

 

 

Es aquel princ ipio conforme el cual, el público en general t iene 

acceso a los asientos o inscripc iones que constituyen el Registro 

Público de la Propiedad, para enterarse de su contenido. Así, 

cualquier persona puede consultar las inscripciones existentes y 

obtener copias certif icadas o constancias de su existencia o 

inexistencia.  

 



Está consagrado en los ordenamientos que regulan al Registro 

Público de la Propiedad. Así por ejemplo, en el art ículo 1º del 

RRPPDF, publicado en la Gaceta Of ic ia l del Distr ito Federal e l 24 

de noviembre de 2006, se señala:  

 

“El Registro Público de la Propiedad, es la 

institución mediante la cual el Gobierno el Distr ito 

Federal da publicidad  a los actos jurídicos, que 

conforme a la Ley precisan de este requisito para surtir 

efectos ante terceros”.  

 

Y siendo que una de las causas pr inc ipales del surgimiento del 

Registro Público de la Propiedad es el de dar public idad frente a 

terceros, los actos que ahí se inscr iben, previa la cal i f icación de 

val idez del acto, gozan de la garantía que otorga el Estado de 

dar fe pública registral de lo asentado o inscr ito en él. 

 

La publicidad se da en dos formas, a saber:  

 

a) La material, que consiste en los derechos que otorga la 

inscr ipc ión de presunción de legal idad, y estos son: la 

presunción de su existencia o apariencia juríd ica y la 

oponibi l idad frente a otro no inscrito, mismos que están 

consagrados en CCDF en sus artículos 3007 y 3009, que señalan: 

 

Artículo 3007.- “Los documentos que conforme a 

este Código sean registrables y no se registren, no 

producirán efectos en perjuicio de tercero”, y, 

 

Artículo 3009.- “El Registro protege los derechos 

adquiridos por tercero de buena fe, una vez inscritos, 

aunque después se anule o se resuelva el derecho del 



otorgante, excepto cuando la causa de la nul idad resulte 

claramente del mismo registro. Lo dispuesto en este 

artículo no se apl icará a los contratos gratuitos, ni a 

actos o contratos que se ejecuten violando la ley” 

 

b) La publicidad formal, consiste en obtener del Registro 

Público de la Propiedad el acceso a los as ientos que obren en los 

fol ios o l ibros y de los documentos relacionados con las 

inscr ipc iones que obren en sus archivos, as í como las 

constancias o certif icaciones de existencia o inexistencia de los 

asientos o inscr ipciones en él contenidos. 

 

Así pues, e l art ículo 3001 del CCDF la contempla, al señalar: 

 

 Artículo 3001.-  “El registro será público. Los 

encargados del mismo tienen la obl igación de 

permitir a las personas que lo sol ic iten, que se 

enteren de los asientos que obren en los fol ios del 

Registro Público y de los documentos relacionados 

con las inscripciones que estén archivados.  

 

También t iene la obl igación de expedir copias 

certif icadas de las inscripciones o constancias que 

f iguren en los fol ios del Registro Público, así como 

certif icaciones de exist ir o no asientos relativos a los 

bienes que se señalen”. 

 

De donde se desprende que no se requiere acreditar tener 

interés juríd ico para examinar los l ibros o folios, así como 

tampoco para solic itar y obtener, previo pago de los derechos 

correspondientes al servic io registral, constancias o 

certif icac iones de lo asentado o anotado en el los.  



 

 

II. DE ROGACIÓN 

 

 

Antes de desarrol lar éste princ ipio, hemos de señalar que no 

compartimos la denominación que le ha dado la doctrina5, toda 

vez que éste l leva al ánimo de pensar que el part icular 

interesado del servic io registral de inscr ipc ión, “implora” o 

“supl ica” al registrador para que l leve a cabo dicho acto, lo que, 

desde nuestro punto de vista no es correcto, pues está sujeto a 

que se cal if ique la procedencia de la inscr ipc ión, además va en 

contrasentido de la garant ía individual consagrada en el art ículo 

8º constituc ional,  que señala: 

 

“Los funcionarios y empleados respetaran el 

ejercic io del derecho de petic ión, siempre que esta se 

formule por escrito, de manera pacif ica; pero en 

materia pol ít ica solo podrán hacer uso de ese derecho 

los ciudadanos de la república. 

 

A toda petic ión deberá de recaer un acuerdo 

escrito de la autoridad a quien se le haya dir igido, la 

cual t iene obl igación de hacerlo conocer en un término 

breve al petic ionario”. 
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Precepto que establece la obl igación de los servidores públicos 

de atender las petic iones de los part iculares siempre que se 

hagan en los términos que en el mismo se señalan y procedan 

conforme a derecho.  

 

Por lo anter ior, consideramos conveniente que a éste princ ipio se 

le debería de l lamar “De Petic ión” y no de “Rogación” como lo ha 

denominado la doctrina. 

 

Este princ ipio consiste en que en el Registro Público de la 

Propiedad s iempre se presupone un titu lar registral, pr inc ipio 

que se encuentra vinculado con su consentimiento, es decir, no 

es otra cosa que la petic ión de parte interesada y legit imada, ya 

sea del t itu lar registral, o bien de persona autorizada por el la o 

el notar io público que haya autorizado el instrumento de que se 

trate o bien de autoridad judic ia l  o administrat iva, dir ig ida al 

registrador, a f in de que proceda a la inscripción de un 

determinado acto juríd ico, ya que la inscr ipc ión, por regla 

general, nunca podrá hacerse de ofic io aunque se tenga 

conocimiento de un documento inscrib ible, las excepciones que 

confirma esta regla están contemplados en los artículos 75 

segundo párrafo y 76, segunda y tercer párrafo, ambos del 

Reglamento del Registro Público de la Propiedad del Distr ito 

Federal, que en lo conducente, a la letra dicen:  

 

Artículo.-75  

 

“     . . . . 

 

                                                                                                                                                                                 
 



No será necesaria esta confrontación y los errores se 

podrán rectif icar de oficio, o a petic ión del interesado, 

cuando puedan probarse con base en el texto de las 

inscripciones con las que los asientos erróneos estén 

relacionados”. y 

 

Articulo.- 76 

 

“     . . . . 

 

En este caso, la rectif icación podrá hacerse de oficio  y 

se real izará mediante la práctica de otros asientos en la 

parte correspondiente, que refiera el traslado del 

efectuado erróneamente. 

 

Cuando se haya autorizado definit ivamente un asiento y 

se advierta error, antes de poner a disposición del 

interesado el instrumento, de oficio  se procederá a su 

rectif icación mediante un nuevo asiento, que deberá 

relacionarse con el que se rectif ica”. 

 

De manera excepcional en algunas entidades federat ivas como en 

Quinta Roo y Yucatán se establece la obl igator iedad de inscrib ir 

los t ítu los cuya inscr ipc ión tenga, conforme a la ley, efectos 

constitut ivos, como lo contempla el art ículo 3182 del Código Civi l 

para e l estado de Quintana Roo, que señala: 

 

 “La inscripción y la anotación de los t ítulos en el 

Registro puede pedirse por quien tenga interés legítimo 

en el derecho que se va inscribir o a anotar, o por el 

notario que haya autorizado la escritura de que se 

trate. Esta facultad se convierte en obligación de las 



personas acabadas de mencionar, interesado y notario, 

cuando se trate de t ítulos cuya inscripción tenga, 

conforme a la ley, efectos constitutivos” 

 

El procedimiento de inscr ipc ión se in ic ia con la presentación del 

documento, en el caso del Distr ito Federal, l lamado Solic itud de 

Entrada y Trámite, que acompaña al t itu lo o documento a 

registrarse en todo el proceso y en e l que el interesado 

manif iesta su voluntad o petición  de inscrib ir lo. Reiteramos: 

este princ ipio prohibe al registrador, registrar o anotar de of ic io, 

salvo sus excepciones. 

 

Con la petición  viene aparejado el principio de consentimiento , 

esto es que para la modif icac ión o extinc ión de una inscr ipc ión, 

se necesita el consentimiento o anuencia del t itu lar registral o de 

quien lo sustituya. A “contrario sensu”, diremos que nadie puede 

ser privado de su inscr ipc ión s in su consentimiento, ya sea tácito 

o expreso, o bien por resolución judic ia l.  

 

El art ículo 86 del Reglamento del Registro Publico de la 

Propiedad del Distr ito Federal, contempla estos pr incipios, toda 

vez que señala: 

 

 “Tratándose de cédulas hipotecarias, 

procede la cancelación a petic ión de parte cuando 

se cancele la hipoteca que las originó”.  

 

Otro precepto que los contempla es el art ículo 87 del 

mismo ordenamiento, al señalar que: 

 



 “ Las anotaciones preventivas se 

cancelarán:… II. A petic ión de parte, cuando 

caduquen o se practique la inscripción definit iva “. 

 

 

Ahora bien, no sólo e l t itu lar registral podrá pedir o sol ic itar la 

inscr ipc ión, s ino también podrá sol ic itar la quien tenga interés 

legit imo en e l derecho que se va a inscr ib ir o anotar, o por el 

notario que haya autor izado la escritura de que se trate; 

asimismo, puede sol ic itarse la inscripc ión por los legít imos 

representantes del t itu lar del derecho de que se trate o por 

medio de mandato judicia l, como en el caso de la inscripc ión de 

la anotación preventiva para asentar el estado contencioso en 

que se encuentre una f inca o cuando se trate de bienes que 

pertenecen a cónyuges casados bajo el régimen de sociedad 

conyugal, y no estén inscritos a nombre de ambos, el omiso u 

otro interesado podrá solic itar la rectif icac ión de la inscr ipc ión, 

como lo señala el art ículo 3012 del Código Civi l  del Distr ito 

Federal, que dice: 

 

 “Tratándose de inmuebles, derechos reales sobre 

los mismos u otros derechos inscribibles o anotables, 

la sociedad conyugal no surtirá efectos ante terceros si 

no consta inscrita en el Registro Público. 

 

 Cualquier cónyuge u otro interesado tienen 

derecho a pedir la rectif icación del asiento respectivo, 

cuando alguno de esos bienes pertenezcan a la 

sociedad conyugal y estén inscritos a nombre de uno 

sólo de aquéllos.“ 

 

 



III. DE PRELACIÓN O PRIORIDAD 

 

 

El pr inc ipio de prioridad o prelación  encuentra su sustento en 

la máxima jurídica:  “PRIMERO EN TIEMPO, PRIMERO EN 

DERECHO”, por lo que, referido al orden registral, s ignif ica tomar 

en cuenta la fecha de presentación del documento ante el 

Registro Público de la Propiedad,  para evitar la coexistencia de 

t ítu los contradictorios o que se alteren el rango u orden de los 

derechos. 

 

Sirve para entender el pr incipio  de prioridad, la máxima que 

conocemos de la Ciencia F ís ica según la cual dos cuerpos no 

pueden ocupar el mismo lugar al mismo tiempo. 

 

Cuando se da el caso de que existen dos o más t ítu los 

contradictor ios, se cae en dos supuestos: el pr imero, puede ser 

la venta de un mismo inmueble a dos personas dist intas, y en 

este caso se apl ica e l pr inc ipio jur íd ico arriba c itado, 

registrándose el que se presentó primero al Registro de acuerdo 

con el número de fol io y la fecha de la Sol ic itud de Entrada y 

Trámite, independientemente de la fecha de constitución del acto 

a registrar; e l segundo supuesto sería, el de dos hipotecas, una 

en primer lugar y otra en segundo lugar, caso en el cual se 

registrarán las dos, salvaguardando cada una sus derechos, como 

lo consagran los artículos 3013, 3015 y 3061 del CCDF y 24 y 37 

del RRPPDF.  

 

De manera ilustrativa transcr ibiremos los artículos del RRPPDF 

antes citados, que a la letra establecen:  

 



“La sol ic itud de entrada y trámite provista de 

la copia o copias que se estimen necesarias, tendrá el 

objeto de servir como elemento probatorio de la 

prelación  de los documentos presentados y como 

medio de control de los mismos, a los que acompañará 

en las dist intas fases del procedimiento. .... .. “  y 

 

  “ Las anotaciones de los avisos a que se 

refiere el art ículo 3016 del Código, se practicarán de 

inmediato en la parte que corresponda al fol io de la 

f inca afectada. 

 

  Si durante la vigencia de los avisos 

preventivos y en relación con la misma finca o derechos, 

se presentare otro documento contradictorio para su 

registro o anotación, éste será objeto de una anotación 

preventiva a f in de que adquiera la prelación  que 

corresponda, de operar la cancelación o caducidad de 

alguna anotación anterior. En caso contrario, las 

anotaciones preventivas de dicho documento quedarán 

sin efecto”. 

 

 

IV. DE INSCRIPCIÓN 

 

 

Este princ ipio registral consiste en que todo asiento registral 

debe de ser, por fuerza, mater ia l izado, para que objetivamente 

se pueda conocer el acto que se celebró.  

 

La inscripción  se divide en: material, con relac ión a los 

documentos; y formal, en relación del acto constituido en él.  



 

El primero, es el documento que cubre los requis itos de forma y 

val idez, necesariamente instrumental o documental, como un 

acto o hecho relevante para las partes, que está contenido en 

ese instrumento pero con una vida propia; El segundo, la 

inscripción formal, es la materia l ización del negocio juríd ico. 

 

Toda inscripc ión debe constar en los fol ios o en los l ibros de los 

registros, a esta situación puede apl icársele el princ ipio de 

objetividad de la fe pública, que obl iga a que toda actuación 

de un fedatario se plasme forzosamente en un documento por él 

autorizado. 

 

Este princ ipio está consagrado en el art ículo 3005 del CCDF, que 

dispone: 

 

“Sólo se registrarán:  

 

I  Los testimonios de escrituras o 

actas notariales u otros documentos auténticos; 

 

II Las resoluciones y providencias 

judiciales que consten de manera auténtica; 

 

III Los documentos privados que en 

esta forma fueren vál idos con arreglo a la ley, siempre 

que al calce de los mismos haya la constancia de que 

el Notario, el Registrador, el Corredor Público o el Juez 

competente se cercioraron de la autentic idad de las 

f irmas y de la voluntad de las partes. Dicha constancia 

deberá de estar f irmada por los mencionados 

funcionarios y l levar el sel lo respectivo.“  



 

 

V.  DE ESPECIALIZACIÓN 

 

 

La especialidad  o principio de determinación  consiste en la 

precis ión, determinación o individual izac ión del bien objeto de 

los derechos del t itu lar; es decir, no es otra cosa que la 

especif icac ión pormenorizada de las característ icas del objeto a 

inscr ib ir, de tal suerte que no exista posibi l idad de confundir lo. 

 

Por apl icac ión de este principio, en el asiento registral debe 

aparecer con precis ión la unidad básica Registral, que para el 

caso de inmuebles, muebles y personas morales, son: La finca, 

el bien mueble y la persona moral, respectivamente; el 

derecho, que es el contenido jur íd ico y económico de la misma; 

y la persona que puede ejercer el derecho, o sea el titular 

registral. 

 

Al respecto Roca Sastre, dice: 

 

 “La especialidad  es la expresión que denota 

un criterio singularizador o particularizador, que 

revela un signo de concreción, especif icación o 

determinación “6*   

 

El principio de especialidad  está consagrado en los artículos 

3061 del CCDF y 28, fracciones de la III a la VII del RRPPDF, que 

señalan: 
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“Los asientos de inscripción deberán expresar 

las circunstancias siguientes: 

 

I La naturaleza, si tuación y l inderos de 

los inmuebles objeto de la inscripción o a los cuales 

afecte el derecho que debe inscribirse; su medida 

superfic ial, nombre y número si constare en el t ítulo; 

así como las referencias al registro anterior y las 

catastrales que prevenga el reglamento, 

 

II La naturaleza, extensión y condiciones 

del derecho de que se trate; 

 

III El valor de los bienes o derechos a que 

se refieren las fracciones anteriores, cuando conforme 

a la ley deban expresarse en el t ítulo; 

 

IV Tratándose de hipotecas, la obl igación 

garantizada; la época en que podrá exigirse su 

cumplimiento; el importe de el la o la cantidad máxima 

asegurada cuando se trate de obligaciones de monto 

indeterminado; y los réditos, si se causaren, y la fecha 

desde que deban correr; 

 

V  Los nombres de las personas f ís icas o 

morales a cuyo favor se haga la inscripción y de 

aquéllas de quienes procedan inmediatamente los 

bienes. Cuando el t ítulo exprese nacional idad, lugar de 

origen, edad, estado civi l , ocupación y domici l io de los 

interesados, se hará mención de esos datos en la 

inscripción; 

 



VI La naturaleza del hecho o negocio 

jurídico; y 

 

VII La fecha del t itulo, número si lo 

tuviere, y el funcionario que lo haya autorizado.” y 

 

Artículo 28. “La carátula del folio será autorizada por el 

servidor público que designe el Director General, y 

contará con espacios para contener: 

.........; 

III. Materia y número de folio, que será progresivo e 

invariable; 

IV. Antecedentes registral, con excepción de los casos de 

inmatriculación;  

V. Tratándose de bienes inmuebles: 

a) Descripción del mismo; 

b) Ubicación; 

c) Denominación, si la tuviere; 

d) Superficie, con letra y número; 

e) Rumbos, medidas y colindancias, y 

f) Número de cuenta catastral. 

VI. En el caso de bienes muebles se contendrá su 

descripción, y 

VII. Tratándose de personas morales, deberán 

establecerse los datos esenciales de las mismas”. 

 

Aplicado a la public idad inmobil iar ia registral, en nuestro sistema 

responde al afán de ident if icar con clar idad y precis ión la unidad 

registral denominada finca, a f in de eliminar toda confusión. 

Como los e lementos primarios de esta public idad sobre la f inca y 

sobre los derechos que en el la recaigan, de ahí que el pr inc ipio 

de legal idad impere directamente sobre el elemento finca.   



 

Para lograr este propósito, re iteramos, el registro se l leva por 

unidades denominadas fincas ,  describiéndolas o identif icandola 

por sus característ icas, cual idades y destino; determinar la 

naturaleza y alcances de los derechos que recaen sobre el las y 

f ijar c laramente al adquirente del derecho inscr ito 

individual izándolo; por ejemplo, en una compraventa en donde 

los adquirentes sean var ios, es necesario señalar la parte de 

cuota o proporción que le corresponde a cada uno de ellos del 

objeto de la enajenación. 

 

 

VI. DE TRACTO SUCESIVO 

 

 

El pr inc ipio de Tracto Sucesivo no es otra cosa que la 

ordenación o sucesión o encadenamiento de t itulares y lo 

podemos definir  como el pr inc ipio registral por virtud del cual no 

puede un derecho real estar inscr ito a la vez a favor de dos o 

más personas, a excepción de que sean copartíc ipes, por lo que 

para hacer una inscripc ión, previamente debe de haber una que 

sirva de antecedente y que se cancele, quedando una cadena 

in interrumpida o sucesión continúa de inscr ipc iones de t itu lares 

desde la pr imera de la f inca a la fecha de la nueva inscripc ión. 

 

El Pr inc ipio de Tracto Sucesivo  o continúo, se caracteriza por la 

protección en cuanto a que cualquier cambio del estado juríd ico 

del derecho o derechos inscritos, no puede darse sin que medie 

la voluntad del t i tular registral o resolución judic ia l que as í lo 

ordene, a excepción de los casos ya señalados en el desarrol lo 

del apartado inherente del principio de Rogación. 

 



Este principio obedece al concepto f i losóf ico de causal idad (sólo 

puede inscr ib irse la transmis ión de lo que existe registrado 

previamente), esto es, la serie de actos sobre un mismo bien nos 

l levan al ú lt imo. Por tanto, no puede inscrib irse un acto si no 

está inscr ito antes el acto que le dio or igen, es decir, debe 

coincidir e l t itu lar registral con el vendedor. 

 

Su efic iencia se pretende justif icar atr ibuyéndole que: “ logra la 

coincidencia del mundo real con el mundo registral” en virtud de 

que, según Roca Sastre; “logra que no se interrumpa la cadena 

de inscripciones y que el Registro nos cuente las historias 

completas (sin saltar) de las f incas”.7 

 

Todo esto es indudable, as í tendrá que ocurrir,  s i se parte 

siempre de la situación tantas veces repetida, de que la voluntad 

es requis ito esencial para la integración jur íd ica del acto, para 

que adquiera la forma notaria l, y posteriormente, el part icular 

interesado lo someta al procedimiento respectivo. Si por otra 

parte advertimos que el procedimiento registral es parte 

integrante del derecho administrat ivo, fáci l es concluir que las 

normas legales a que deben someterse las partes no pueden 

ignorarse. Por el contrar io, sobra decir ta l cosa, por ser 

requis itos de fondo para la procedencia del registro, por ende; la 

sucesión y ordenación de los actos, será consecuencia de los que 

apuntamos. 

 

Los artículos 3019 del CCDF y 53 del RRPPDF consagran el 

princ ipio de Trato Sucesivo, al señalar que: 

 

 “Para inscribir o anotar cualquier t ítulo deberá 

constar previamente inscrito o anotado el derecho de 
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la persona que otorgó aquél o de la que vaya a 

resultar perjudicada por la inscripción, a no ser de que 

se trate de una inscripción de inmatriculación.”; y 

 

Artículo 53. “Salvo los casos de inmatriculación, todo 

documento asentable hará referencia expresa a los 

antecedentes registrales, relacionando la última 

inscripción relativa al bien o derecho de que se trate, 

así como las demás que fueren necesarias para 

establecer una exacta correlación entre los contenidos 

en el documento y los del folio respectivo”. 

 

 

En el s iguiente capítulo trataremos todo lo inherente a la 

inmatr iculac ión. 

 

 

VII. DE BUENA FE 

 

 

Por lo que respecta a este princ ipio el art ículo 3009 del Código 

Civi l  del Distr ito Federal,  lo consagra al señalar: 

 

 “El Registro protege los derechos adquiridos por 

tercero de buena fe, una vez inscritos, aunque 

después se anule o resuelva el derecho del otorgante, 

excepto cuando la causa de la nul idad resulte 

claramente del mismo registro. 

 

Lo dispuesto en este artículo no se apl icará a los 

contratos gratuitos, ni a los actos o contratos que se 

ejecuten u otorguen violando la ley.“ 



 

Al estudiar este princ ipio deberemos comentar que la noción de 

tercero se deberá dist inguirse entre tercero en el orden civ i l y 

tercero para efectos de registro. El pr imero, es completamente 

extraño o ajeno a un acto o contrato registrado, por no haber 

tenido relac ión juríd ica con ninguna de las partes, y sólo t iene 

un deber general de respeto o abstención respecto a dicho acto. 

Existe además en el mismo orden civ i l  el tercero adquirente, 

que es quien ha entrado en relac ión juríd ica con algunas de las 

partes de un contrato, respecto de lo que es materia u objeto 

del mismo, como sería en e l caso de la celebración de un nuevo 

contrato. Estos terceros son los causahabientes, l lamados 

también adquirentes a t ítulo singular o sub adquirientes. En 

cambio, tercero para efectos del Registro, es el tercero 

adquirente ya mencionado, frente a una situación inscrita en el 

Registro Público de la Propiedad, es decir, frente a un 

determinado contenido registral. 

 

Para ser tercero registral se requiere: 

 

1.-  Que el acto lo otorgue o celebre una persona 

cuyo derecho obre inscr ito y que en registro aparezca facultado 

para ejecutar dicho acto; 

 

2.-  Que el adquirente haya inscr ito su operación; 

 

3.-  Debe de exist ir  buena fe por parte del tercero 

adquirente, la que consiste en la ignorancia o desconocimiento 

de las causas que puedan motivar la anulac ión o resoluc ión que 

no aparezca en el registro; y 

 



4.-  Que sea una operación onerosa, conforme a 

derecho. 

 

Con lo que se concluye que es tercero registral:   

 

La persona que inscribe un derecho real adquirido de buena fe y 

a t ítulo oneroso si ese derecho se adquirió de quien aparecía 

como su t itular en el Registro Público de la Propiedad. Una vez 

inscrito su derecho es oponible y preferente a cualquier otro 

supuesto t itular con derecho anterior pero no inscrito. 

 

La f inal idad de este principio es garant izar plenamente las 

adquis ic iones de quienes contratan de buena fe, confiados en el 

contenido de los asientos regístrales, que por si mismos 

constituyen la fe registral, con los que se otorga seguridad 

juríd ica en e l tráf ico inmobil iar io. 

 

 

VIII. LEGALIDAD O CALIFICACIÓN 

 

 

La legalidad o calificación registral consiste en que el 

registrador, per ito en derecho y con experiencia en la mater ia, 

haga un estudio pormenorizado, tanto de forma como de fondo, 

del documento o t ítu lo que consigna el acto juríd ico a inscrib ir,  a 

efecto de supervisar si se sat isfacen los requis itos que para cada 

caso exige la ley, con lo que se impide que ingresen o se 

registren t ítu los o documentos invál idos o imperfectos. 

 

Este princ ipio está contemplado en los art ículos 3021 del CCDF y 

el 13 del RRPPDF, que en sus partes conducentes señalan: 

 



Artículo 3021.- “Los registradores cal i f icarán bajo su 

responsabil idad los documentos que se presenten para la 

práctica de una inscripción o anotación ... .”;  

 

y en el Art ículo 13 establece, que:  

 

“Son atribuciones de los registradores: 

 

I. Realizar la calificación integral de los 

documentos que les sean turnados para 

determinar la procedencia de su Registro, según 

resulte de su forma y contenido, así como de su 

legalidad, en función de los asientos registrales 

preexistentes, del sistema informático y de los 

ordenamientos aplicables; ...“ 

 

Diversos tratadistas han cuestionado la existencia, val idez y 

necesidad de este princ ipio. Así tenemos al Maestro y Notario 

Público Bernardo Pérez Fernández del Cast i l lo8, quien considera 

repetit iva la cal if icación registral, pues dice que:  “… ésta, ya la 

hizo el notario, el corredor público u otro fedatario al t irar el 

t ítulo o documento a inscribir,  y aún más se convierte en una 

instancia que cal i f ica actos emitidos por un juez”. 

 

Considera que es responsabil idad del fedatar io supervisar la 

legal idad del acto y documento en el contenido, toda vez que si 

éste es nulo por falta de capacidad o porque tiene vic ios del 

consentimiento, o porque el objeto, motivo o f in es i l íc ito, el 

fedatario respondería con todo su patr imonio de los daños y 

perjuicios ocasionados. 

 



Nosotros consideramos que a pesar de el lo la calificación 

registral es necesaria, toda vez que es un f i ltro con el que se 

asegura el objetivo pr imordial del Registro Público de la 

Propiedad: la seguridad jurídica. 

 

Lo que se justif ica con el número de instrumentos que a pasar de 

haber sido t irados por fedatarios públicos, el Registro Público de 

la Propiedad les suspende o niega su inscr ipc ión, por carecer de 

algún requis ito de ley para e l caso en particular de que se trate.  

 

 

IX.  FE PÚBLICA REGISTRAL 

 

 

Consiste, salvo excepciones, en que quien se atiene a los datos 

asentados en el Registro Público de la Propiedad y adquiere a 

t ítu lo oneroso un Derecho Real Inmobil iar io de quien aparece 

inscr ito, no puede resultar perjudicado si posteriormente se 

anula el acto que dio or igen a la inscr ipc ión, art ículos 3009 y 

3010 del CCDF, que a la letra dice: 

 

 “El Registro protege los derechos adquiridos por 

terceros de buena fe, una vez inscritos, aunque después 

se anule o resuelva el derecho del otorgante, excepto 

cuando la causa de nul idad resulte claramente del 

mismo registro. Lo dispuesto en este artículo no se 

apl icará a los contratos gratuitos, ni a actos o contratos 

que se ejecuten u otorguen violando la Ley”. y 
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Artículo 3010.- El derecho registrado se presume 

que existe y que pertenece a su t itular en la forma 

expresada por el asiento respectivo. Se presume 

también que el t itular de una inscripción de dominio o 

de posesión, t iene la posesión del inmueble inscrito.  

 
No podrá ejercitarse acción contradictoria del dominio o 

derechos reales sobre los mismos o de otros derechos 

inscritos o anotados a favor de persona o entidad 

determinada, sin que previamente a la vez, se entable 

demanda de nul idad o cancelación de la inscripción en 

que conste dicho dominio o derecho. 

 

En caso de embargo precautorio, juic io ejecutivo o 

procedimiento de apremio contra bienes o derechos 

reales, se sobreseerá el procedimiento respectivo de los 

mismos o de sus frutos, inmediatamente que conste en 

los autos, por manifestación auténtica del Registro 

Público, que dichos bienes o derechos están inscritos a 

favor de persona dist inta de aquélla contra la cual se 

decretó el embargo o se siguió el procedimiento, a no 

ser que se hubiere dir igido contra el la la acción, como 

causahabiente del que aparece dueño en el Registro 

Público “. 

 

La fe  pública, por defin ic ión es la creencia que se da a las cosas 

por la autoridad de quien las dice o por la fama pública de quien 

la sustenta; viene indirectamente del gr iego peitheis  que 

signif ica “yo persuado”. Pública, quiere decir notoria, patente, 

manif iesta, l i teralmente signif icat iva, que la ven y que la saben 

todos. 

 



La fe  es creer en lo que no se ve, creer en algo que no nos 

consta. 

 

Etimológicamente Fe Pública quiere decir: creencia notor ia o 

manif iesta del pueblo. 

 

Juríd icamente es una presunción legal de verdad, es la seguridad 

otorgada por el Estado para afirmar que un acto o hecho es 

verdadero, es la verdad ofic ia l que todos estamos obl igados a 

cree por ser del Estado de donde emana.9 

 

Diferencias entre fe pública y la buena fe 

 

La buena fe es un estado psicológico colectivo, una cierta forma 

de salud espir itual que hace que los hombres crean en la 

real idad de las apariencias. La buena fe nos induce a creer que 

el semejante que se acerca a nosotros no lo hace para agredirnos 

o matarnos. La buena fe es la norma en la vida psicológica, como 

la salud es lo normal en la vida f is io lógica. La doctrina del 

Derecho Civi l ya ha admit ido la buena fe como una forma de 

creencia en la vida socia l. 

 

Pero la Fe Pública no es una creencia, s ino una atestación 

cal if icada as í por el estado. 

 

El funcionario cuyos documentos hacen fe pública asevera lo que 

ante él ha ocurrido, lo representa o plasma en el documento y 

esa representación es tenida como cierta dentro de los l ímites 

que determina e l derecho posit ivo. No se trata pues de la 

creencia del pueblo, s ino más bien de una declarac ión uni lateral 

dir ig ida hacia él para que crea bajo la fe del funcionario que 



presenció el hecho o acto juríd ico inscrito y dio constancia de 

el lo. 

 

Fe Pública no es sinónimo de verdad, en el mejor de los casos, 

es sinónimo de verdad en la representación de determinados 

extremos. Así pues el fedatario al certif icar, representa lo que le 

ha dicho el otorgante, pero lo que ha dicho el otorgante solo es, 

a su vez, una representación de lo que el otorgante sabe o quiso 

decir. 

 

La fe pública notaria l t iene su fundamento en la necesidad de 

certidumbre que debe tener los actos entre part iculares, 

garant izándolos contra cualquier violac ión. Constituye una 

Prueba reconstituida y son prueba plena según lo consagrado en 

los art ículos 156 y 157 de la Ley del Notariado del Distr ito 

Federal, que a la letra dicen:  

 

Artículo 156.- En tanto no se declare 

judicialmente la falsedad o nulidad de un 

instrumento, registro, testimonio o certificación 

notariales, estos serán prueba plena de que los 

otorgantes manifestaron su voluntad de celebrar el 

acto consignado en el instrumento de que se trate, 

que hicieron las declaraciones que se narran como 

suyas, así como de la verdad y realidad de los 

hechos de los que el Notario dio fe tal como los 

refirió y de que observó las formalidades 

correspondientes”, y.  

 

Artículo 157.- La nulidad de un Instrumento o 

Registro Notariales sólo podrá hacerse valer por 
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vía de acción y no por vía de excepción, siempre 

que existan elementos claramente definitorios en 

contra que ameriten romper, como excepción 

debidamente comprobada, el principio de prueba 

plena”. 

 

Conforme a este princ ipio, aunque la inscr ipc ión no convalida los 

actos nulos, la fe registral l ibera a la inscr ipc ión de todo 

vínculo causal y la dota de sustantividad y autonomía, haciéndola 

valer como la única y total verdad, en cuanto interviene un 

adquirente de buena fe  a t ítulo oneroso, que haya inscr ito su 

derecho. A este princ ipio también se le denomina de 

legitimación  registral, por cuanto que el que aparece inscrito 

en el Registro, sea o no el verdadero propietar io, puede disponer 

vál idamente a t ítu lo oneroso a favor de un tercero. 

 

La fe pública registral solo opera y produce efectos plenos, 

cuando el t itu lar inscr ito ha enajenado, ya que antes de 

enajenarlo puede impugnarse la val idez del acto inscrito y la 

inscr ipc ión misma, s in que por lo tanto tenga un valor sustantivo 

propio, ya que la inscr ipc ión en sí no crea ningún derecho 

independientemente del t ítu lo que le sirve de antecedente. 

 

Para Carral y de Teresa, la Fe Pública Registral en México, es 

una legit imación extraordinar ia, de disposición al señalar: “La 

legit imación extraordinaria, en que el acto jurídico es eficaz 

sobre una esfera jurídica ajena, que no respeta, y que se ejecuta 

en nombre propio basado en una experiencia de t itularidad. La 

ley legit ima al que aparece ser t itular, es decir al t itular 

aparente”.10 
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Se ve que la apariencia es solo una parte, un aspecto de la 

legit imación. El t itu lar de un derecho subjetivo está legit imado 

para exigir  que exista a su favor una exter iorización de su 

derecho, es decir, para hacer concordar su t itu lar idad con la 

situación posesoria o registral. S i a pesar de los medios que le 

concede la ley, la legit imación no actúa y no logra esa 

concordancia, surge la necesidad de proteger la apariencia 

juríd ica, pues cuando hay discordancia entre el t itu lar verdadero 

y el t itu lar aparente, se produce una apariencia de t itular idad. 

 

La legit imación t iende a proteger al verdadero t itu lar del derecho 

subjetivo, legit imación ordinaria, y solo por necesidad y forzada, 

la norma protege a veces al t itular aparente, legit imación 

extraordinaria. 

 

En México el acto nace extra registralmente; la inscripc ión la 

declara públicamente y los actos ineficaces no se convalidan con 

el registro. 

 

Con lo que se pretende explicar sus efectos y procedimientos y 

así entender la función social del Registro Público de la 

Propiedad. 

 

Estos princ ipios hacen al Registro una Instituc ión Pública, toda 

vez que informa a cualquier persona del acervo registral.  E l 

Registro Público de la Propiedad se crea para dar seguridad 

juríd ica frente a terceros, y public idad a la propiedad o posesión 

de todos los inmuebles y de algunos muebles y a los gravámenes 

y otras l imitac iones que los restrinjan. 
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Existen var ias formas de dar public idad respecto de la propiedad 

o derechos que una persona tiene sobre un bien. Por ejemplo, el 

poseedor de una cosa mueble, por regla general, t iene la 

presunción de que es su propietar io; tratándose de la prenda, sé 

desposesiona del bien a favor del deudor como forma de 

public idad. En cambio, tratándose de un bien inmueble, la 

public idad se da a través de la inscripc ión en el Registro Público 

de la Propiedad, pues la simple posesión o la celebración de un 

contrato no otorgan seguridad juríd ica ante terceros. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 



CAPÍTULO TERCERO 

PROCEDIMIENTO REGISTRAL 

 

 

I. DE LOS ASIENTOS REGISTRALES 

 

 

A efecto de poder entender cabalmente e l procedimiento en 

materia registral, es conveniente señalar sus conceptos básicos. 

 

Empezaremos dic iendo que se debe de entender por asiento  el 

lugar o apuntamiento de alguna cosa por escrito para que no se 

olvide; o, la toma de razón de un documento en un libro 

(registro); o, la expresión formal o solemne hecha en los l ibros 

por el escr ibano o registrador, de los hechos, actos y contratos 

que por su naturaleza puedan tener acceso al mismo; así pues, 

el art ículo 30 del RRPPDF lo def ine como: " ... la inscripción o 

anotación que práctica el registrador en el fol io correspondiente, 

en ejercic io de la función registral".    

 

Los asientos en materia registral, en el Distr ito Federal, revisten 

una de las siguientes modalidades, de: Notas presentación; 

Anotación preventiva; Inscripción; y Cancelación (articulo 

43 del RRPPDF) . 

  

Las Notas de presentación en el Distr ito Federal, es el 

extendido en la tercera parte del fol io, cuyo objeto es hacer 

constar inmediatamente y de manera indubitable, e l momento o 

instante del ingreso o entrada en el Registro Público de la 

Propiedad, los avisos a que se refiere el art iculo 3016 del CCDF, 

y deberá constar en los fol ios en un plazo no mayor a 24 horas a 

part ir de que los avisos hayan sido presentados al Registro 



Público. Se considera como fecha de la inscr ipc ión para todos los 

efectos que ésta debe producir, la fecha de la Nota de 

Presentación,  que, además, es pieza fundamental en el 

princ ipio de prelación toda vez que a partir de el la se establece, 

en caso de controversia, quien t iene mejor derecho. Ciertamente 

existe el axioma universal prior tempore, prior jure, que, en 

materia registral,  es quebrantado y se trasforma en “el que es 

primero en registro es primero en derecho”, independientemente 

de la fecha de constituc ión del acto jurídico que consigna el 

documento a inscrib ir. 

 

El  Asiento de inscripción  es el asiento princ ipal, defin it ivo y de 

carácter posit ivo que se práctica en los l ibros de inscripc ión o en 

la pr imera parte de los fol ios reales y en el que se hace constar 

de un modo completo la constituc ión, transmis ión o modif icac ión 

de un derecho real o, si se trata de otros registros juríd icos, de 

alguna s ituación, acto o contrato inscr ib ible. Muchas veces se 

emplea en el sentido amplio de asiento registral,  el acto en 

virtud del cual se hace constar en un registro público, por medio 

de declaración o documento reconocido como eficaz para tal f in, 

la existencia de cualquier acto, derecho o carga relat ivo a bienes 

y derechos reales.  

 

La protección que da el asiento de  inscripción de un títu lo en 

el Registro Público de la Propiedad, es que surte los efectos de la 

apariencia jur íd ica de su existencia; le da la protección de la fe 

pública registral; de la legit imación de su t itu lar; y de la verdad 

juríd ica de los hechos asentados, otorgando seguridad juríd ica a 

su t itu lar desde el momento de su inscripc ión.  

 

La inscripción  no puede modif icarse, extinguirse o cancelarse 

sin la autor izac ión de su t itu lar, salvo resoluc ión judic ia l y en 



algunas ent idades federativas se otorgan excepciones, como en 

el caso del Distr ito Federal, respecto a la sociedad conyugal, 

donde su Código Civi l , en su art ículo 3012 establece que: 

 

“….. Cualquiera de los cónyuges u otro interesado 

t ienen derecho a pedir la rect if icación del asiento 

respectivo, cuando alguno de esos bienes pertenezcan a 

la sociedad conyugal y estén inscritos a nombre de uno 

solo de aquéllos”. 

 

La Anotación Preventiva, por su parte, es el asiento princ ipal,  

provis ional, caducable y en general posit ivo, que se practica en 

los l ibros o folios de inscripc ión y que t iene por objeto asegurar 

las resultas de un juicio; es decir, garant izar un derecho 

perfecto pero no consumado, y prepara un asiento defin it ivo. 

 

La Anotación Preventiva surte los mismos efectos juríd icos que 

las def in it ivas, a l retrotraerse sus efectos en cuanto se cumpla la 

condic ión juríd ica a la que está sujeto. 

 

Puede decirse que la Anotación Preventiva es una l lamada de 

atención de la existencia de un derecho anterior o preferente que 

se encuentra sub judice o pendiente de cumplimiento de ciertas 

condic iones juríd icas que, al real izarse, la conf irman como 

defin it iva.  

 

Ahora bien, e l asiento de Cancelación  es accesorio y def in it ivo 

por el que se extingue un asiento anterior y como consecuencia 

se presume extinguido e l derecho a que se ref iere el as iento 

cancelado. 

 

Si una inscr ipc ión se encuentra “viva”, no obstante que el 



derecho anotado se ha extinguido o transmit ido, ésta sigue 

otorgando la apariencia juríd ica de la existencia del derecho 

inscr ito. Mientras no se haga su cancelación,  existe la 

presunción de su existencia que benefic ia al tercero registral y 

en perjuicio del t itu lar que por negligencia, no vigi ló la 

cancelación del as iento. 

 

Por lo que toca a la Nota Marginal, diremos  que es el asiento en 

general accesorio, defin it ivo y posit ivo que se extiende al 

margen de otros asientos y cuyo objeto es consignar un hecho 

que modif ica un derecho, haciendo las veces de una inscr ipc ión, 

anotación preventiva o cancelac ión o para faci l i tar la mecánica 

de la of ic ina del registro. 

 

 

II.  DEL REGISTRO INMOBILIARIO 

 

 

El procedimiento registral de inmuebles en México, está regulado 

en cada de las entidades federat iva que integran la república 

mexicana, pero en términos generales son similares con 

pequeñas variantes, por eso en este punto lo describ iremos de 

manera genérica y de manera i lustrat iva c itaremos su 

fundamento legal en los ordenamientos del Distr ito Federal, 

Código Civi l para el Distr ito Federal (CCDF) y Reglamento del 

Registro Público de la Propiedad del Distr ito Federal (RRPPDF).  

 

El Procedimiento Registral comienza con la presentación de la 

sol ic itud de trámite en la ofic ia l ía de partes del Registro Público 

de la Propiedad,  lo que se constituye como una prueba de 

presentación del documento para conocer el orden de prelac ión, 

preferencia o rango, teniendo como medio de control un número 



de entrada progresivo, donde se establece fecha y hora de la 

presentación, que lo acompañará e ident if icará en todas las fases 

del procedimiento registral. (Art ículos 24 y 34 del RRPPDF) 

 

La sol ic itud es de las l lamadas de machote y autorizada por la 

autoridad registral, conteniendo el nombre y f irma del 

sol ic itante, en su caso, el sel lo del fedatar io que t iro el 

documento a inscrib ir; ubicación del inmueble y cuenta catastral; 

en el caso de tratarse de bienes muebles, los datos que lo 

ident if iquen plenamente; o la denominación o razón social de la 

persona moral de que se trate; la naturaleza del acto, los 

antecedentes regístrales, el sel lo de la caja receptora de rentas 

que deberá amparar el pago de los derechos causados por el 

servic io registral;  y de ser el caso las observaciones pertinentes. 

(Art. 25 RRPPDF) 

 

Una vez ingresado el instrumento, la of ic ia l ía de partes lo 

remit irá aleator iamente al área que le corresponda, donde se 

practicará su cal i f icación registral, la que consistente en 

examinar que e l documento o instrumento reúna los requis itos de 

existencia y val idez exigidos por la ley para cada caso en 

part icular. (Art ículo 38, Pr imer Párrafo).  

 

De la cal if icac ión registral pueden darse tres situaciones:  

 

a)  Que se inscr iba e l documento;  

 

b)  Que se suspenda el procedimiento registral hasta en tanto se 

subsanan las defic iencias detectadas o precluya el derecho 

para hacerlo; o 

 

c)  Que se deniegue la inscr ipc ión por carecer de un elemento 



de existencia del acto a inscr ib ir . 

 

Si e l documento objeto de inscripc ión no t iene observación 

alguna dentro de la cal if icac ión registral, se inscrib irá para 

posteriormente publicarse en el Órgano Of ic ia l de difusión del 

Registro Público de la Propiedad, que en el caso del Distr ito 

Federal es la Gaceta Ofic ia l del Gobierno del Distrito Federal,  

Sección Registro Publico, poniéndose a disposic ión en la of ic ia l ía 

de partes de la inst ituc ión, para que el interesado pase a 

recogerlo, con lo que terminaría e l procedimiento registral.  

 

Pero en el caso de que el documento sujeto a la inscripc ión sea 

objetado en la cal i f icación registral, misma que deberá de ser 

motivada y fundada, se suspenderá o denegará el registro, 

remit iéndose el instrumento al área juríd ica, previa notif icac ión 

publicada en el Órgano Of ic ia l de difus ión del Registro Público de 

la Propiedad,  a partir de la cual el interesado contará con un 

término perentor io para subsanar las irregular idades señaladas. 

En este caso, el trámite del documento es suspendido, hasta que 

sean subsanadas las irregular idades, pues de lo contrar io, será 

denegada la inscripc ión o anotación sol ic itada. (Artículo 38 

RRPPDF)  

 

En el área jur íd ica los documentos se cal if icarán nuevamente y 

por ende se admit irá el instrumento a inscrib ir o se rechazará 

confirmando la cal i f icación in ic ia del registrador. Si dentro de un 

término perentor io el interesado no subsana o no cumple con los 

requis itos exigidos, ni interpone recurso alguno, el documento se 

pondrá a disposición del interesado (salida s in registro), quien 

previo e l pago de los derechos correspondientes, podrá ret irar lo. 

En este caso, queda sin efecto la nota de presentación. Los 

documentos que no se retiren en el término que en cada entidad 



federativa se señale para ese efecto, a part ir de la publicac ión 

en el Organo de difusión, se remitirán al Archivo General o al 

lugar establec ido para ese f in (Artículo 38, últ imo Párrafo 

RRPPDF) 

 

Si e l interesado dentro del plazo de ley manif iesta su 

inconformidad por escrito con la resoluc ión suspensiva o 

denegación del servicio registral, confirmada por el área juríd ica, 

el registrador que conozca del asunto dará entrada al recurso y 

turnará e l documento a la autoridad que en cada entidad 

federativa se señale (por regla general es e l Director del 

Registro), quien ordenará de inmediato se practique anotación 

preventiva. El recurso se interpondrá de manera escrita o verbal, 

en el p lazo y términos señalados para ese efecto en cada ent idad 

federativa. 

 

El recurso se resuelve por el Director del Registro o autoridad 

competente, dependiendo de la entidad federativa 

correspondiente. Si la resoluc ión es favorable al pet ic ionar io, se 

da por terminado el recurso, debiéndose notif icar dicha 

resolución y remit irse al registrador que la objetó para su 

inscr ipc ión o reposic ión del procedimiento; en caso contrario, e l 

documento se pondrá a disposición del sol ic itante, previa 

cancelación de la nota de presentación y pago de derechos 

corresponidentes (Artículos 111 y 112 del RRPPDF), dejando a 

salvo los derechos del sol ic itante, para que éste, de considerarlo 

conveniente, ejerza las acciones legales y demande la inscr ipc ión 

ante la autor idad judic ia l competente. 

 

Una vez que la operación quedó inscrita en el l ibro o folio real 

correspondiente, al test imonio o instrumento que contenga el 

acto jurídico que le dio or igen, se le imprimirá el sel lo que 



acredite que ha quedado registrado, mismo que contendrá el 

número de fol io, la fecha de inscripción, los datos del pago de 

los derechos causados por el servic io registral y el nombre y 

f irma del registrador, para posteriormente ser enviado a la 

Of ic ia l ía de partes para que ahí sea entregado al interesado. 

(Artículo 54 RRPPDF) 

 

 

III. DE LA INMATRICULACIÓN 

 

 

Esta f igura juríd ica está contemplada en la mayoría de nuestras 

legis lac iones civ i les locales. Por ejemplo, el Código Civi l del 

Estado de México la contempla en su L ibro Octavo T ítulo Tercero, 

Capítulo III, denominado De la Inmatr iculac ión, def in iéndola en 

su artículo 8.51. al señalar, que: “La inmatriculación es la 

inscripción de la Propiedad o Posesión de un inmueble que carece 

de antecedentes registrales”. 

 

En sentido amplio o general, d iremos que la inmatr iculac ión es la 

inscr ipc ión o anotación en el Registro Público, de personas, 

cosas, actos o derechos, con el objeto de dar public idad a su 

existencia y alcanzar mediante e l la efectos juríd icos previstos 

legalmente; y en sentido estr icto, se conceptualiza como la 

incorporación de una f inca al Registro Público de la Propiedad, 

introduciéndola de este modo a la vida registral inmobil iar ia. 

 

Como ya se dijo, la inmatr iculación es la inscr ipción de la 

propiedad o posesión de un inmueble en el Registro Público de la 

Propiedad, que carece de antecedentes registrales, y se obt iene 

mediante procedimiento ya sea judic ia l o administrat ivo  

 



Para cualquiera de los procedimientos de inmatr iculac ión 

establecidos por el derecho posit ivo mexicano, es requisito 

previo e indispensable que e l Registro Público de la Propiedad 

emita un cert if icado con el que se acredite que el bien inmueble 

de que se trata no está inscrito, documento denominado 

Certificado de no inscripción , que se expide en los términos 

que se precisen en las disposic iones apl icables que para el efecto 

se promulguen en cada entidad federativa y para los casos que 

en las mismas se reglamenten. Por ejemplo, en el Código Civi l 

para el estado de Nuevo León, en su art ículo 2915, señala: 

 

“El que haya poseído bienes inmuebles por el t iempo y 

con las condiciones exigidas para prescribir los y no 

tenga título de propiedad o teniéndolo no sea 

inscribible por defectuoso, si no está en el caso de 

deducir la acción que le concede el art ículo 1153, por 

no estar inscrito en el registro de la propiedad los 

bienes a favor de persona alguna, podrá demostrar 

ante el juez competente que ha tenido esa posesión, 

r indiendo la información respectiva en los términos 

que establezca el Código de Procedimientos Civi les. A 

su sol ic itud acompañará precisamente el Certificado 

del Registro Público, que demuestre que los bienes 

no  están inscritos.” 

 

El interesado en la inmatr iculac ión de la propiedad o posesión de 

un inmueble podrá opta para obtenerla, como ya se dijo, 

mediante resolución judic ia l o mediante resolución administrat iva 

en los términos de los requis itos siguientes: 

 

1.-  La inmatriculación por resolución judicial 

se obtiene:  



 

a)  Mediante información de dominio, y 

 

b)  Mediante información posesoria. 

 

2.-  La inmatriculación por resolución 

administrativa se obtiene: 

 

a)  Mediante la inscripc ión del decreto por el que 

se incorpora al dominio público federal o local un inmueble;  

 

b)  Mediante la inscripc ión del decreto por el que 

se desincorpore del dominio público un inmueble, o el t ítu lo 

expedido con base en ese decreto;  

 

c)  Mediante la inscripc ión de un título fehaciente 

y sufic iente para adquir ir la propiedad de un inmueble en los 

términos del art ículo 3051 del Código Civi l del Distr ito del 

Distr ito Federal o el art ículo corre lat ivo del ordenamiento local 

del estado que la contemple; 

 

d)  Mediante la inscripc ión de la propiedad de un 

inmueble adquir ido por prescripción posit iva en los términos de 

la legis lac ión local correspondiente; 

 

e)  Mediante la inscripc ión de la posesión de buena 

fe de un inmueble, que reúna los requis itos de aptitud para 

prescrib ir. 

 

La inmatriculación judicial, en el caso de la información de 

dominio a que se refiere el inc iso a) del numero 1 que antecede, 

el que haya poseído bienes inmuebles por e l t iempo y con las 



condic iones exigidas para prescribir los y no tenga títu lo de 

propiedad o, teniéndolo no sea susceptible de inscrib ir lo por 

defectuoso, podrá ocurrir  ante e l juez competente para acreditar 

la prescripc ión rindiendo la información respectiva en los 

términos de la legis lac ión local apl icable.  

 

Comprobados debidamente los requis itos de la prescripc ión, e l 

juzgador declarará que el poseedor se ha convertido en 

propietar io en virtud de la prescripc ión y tal declarac ión o 

resolución se tendrá como títu lo de propiedad y será inscr ita en 

el Registro Público de la Propiedad. 

 

En caso de información posesoria a que se refiere el inciso b) del 

número 1 que antecede, el que tenga una posesión de buena fe 

apta para prescribir bienes inmuebles no inscr itos a favor de 

persona alguna, aún antes de que transcurra el t iempo necesario 

para prescrib ir lo, puede registrar su posesión mediante 

resolución judic ia l que dicte e l juez competente.  

 

Para lo anter ior, se deberá seguir e l procedimiento que se 

establezca en el Código de Procedimientos Civi les de la entidad 

federativa donde esté asentado el bien inmueble. Por lo que toca 

al Estado de México, éste se encuentra contemplado en los 

artículos 3.20. al 3.29. 

 

El efecto de la inscripc ión, será e l de tener la posesión inscr ita 

como apta para producir la prescripción, al concluir  el p lazo de 

cinco años contados desde la fecha de la inscripc ión. 

 

Las inscripc iones de posesión, expresarán las circunstancias 

exigidas para las inscr ipc iones previstas en el Reglamento u 

ordenamiento regulator io del Registro Público de la Propiedad. 



  

Cualquiera que se considere con derecho a los bienes cuya 

propiedad o posesión se sol ic ite inmatr iculac ión por resolución 

judic ia l,  podrá hacerlo valer ante el juez competente que 

conozca el caso. 

 

La presentación del escrito de oposic ión suspenderá el curso del 

procedimiento de información. Si éste estuviese ya concluido y 

aprobado mediante resolución, deberá el juez poner la demanda 

en conocimiento del Director del Registro Público de la 

Propiedad, para que suspenda la inscripción y s i ya estuviese 

hecha, para que anote preventivamente dicha demanda. 

 

Si e l opositor deja transcurrir  seis meses sin promover en el 

procedimiento, quedará éste sin efecto, asentándose, en su caso, 

la cancelac ión que proceda.  

 

En términos generales en la inmatriculación inmobiliaria 

administrativa se sigue un procedimiento consistente en 

presentar una sol ic itud al Registro Público de la Propiedad, a la 

que se acompaña planos, t ítu los y demás documentos 

necesarios; en el Estado de México está contemplado en el 

Capitulo Pr imero del T itulo Cuarto del Reglamento del Registro 

Público de la Propiedad de esa ent idad, art ículos 124 al 135. 

 

La sol ic itud y sus anexos se someten a exámenes de peritos 

juristas e ingenieros topógrafos, buscando la certidumbre de la 

ident if icac ión del inmueble tanto desde el punto vista legal o 

juríd ico, como desde el punto de vista f ís ico. Enseguida y de 

acuerdo con el resultado posit ivo del examen, se hace la 

public idad conteniendo todos los elementos del caso y de 

individual ización del so l ic itante y de la f inca, f i jándose un 



término perentor io para que pueda presentarse oposición por 

cualquier persona interesada, vencido el cual,  se hace el 

registro; es decir, sé inmatr icula la f inca y se redacta el 

certif icado del t ítulo.   

 

El Director del Registro podrá al legarse en todo momento de 

información de otras autoridades administrat ivas, para tener 

debidamente integrado el expediente de inmatr iculación. 

 

La inmatriculación administrativa, como ya se dijo, se 

real izará por resoluc ión administrat iva del Director del Registro 

Público de la Propiedad, quien la ordenará de plano en los casos 

previstos en los incisos a) y b) del numeral 2 que anteceden. 

 

Quien se encuentra en el caso previsto en e l inciso c) de dicho 

numeral, podrá concurrir d irectamente ante el Registro Público 

de la Propiedad, para sol ic itar la inmatr iculac ión, la cual será 

ordenada si se sat isfacen los s iguientes requis itos: 

 

1.-  Que acredite la propiedad del inmueble 

mediante un t ítu lo fehaciente y suf ic iente para adquirir la; 

 

2.-  Que acredite que su t ítulo t iene una 

antigüedad mayor de cinco años anteriores a la fecha de su 

sol ic itud o que exhiba él o los t ítulos de sus causantes con la 

antigüedad c itada, t ítu lo que deberá ser fehaciente y suf ic iente 

para adquir ir  la propiedad; 

 

3.-  Que manif ieste, bajo protesta de decir verdad, 

sí está poseyendo el predio o e l nombre del poseedor, en su 

caso, y 

 



4.-  Que acompañe las constancias relat ivas al 

estado catastral y predial del inmueble, s i las hubiere. 

 

Quien se encuentre en el caso del inc iso d), del número 2 arriba 

señalado, podrá ocurrir d irectamente ante el Registro Público de 

la Propiedad para acreditar que ha operado la prescripc ión 

conforme al s iguiente procedimiento: 

 

El interesado presentará sol ic itud que exprese: 

 

1.-  Su nombre completo y domic i l io; 

 

2.-  La ubicación precisa del bien, su superfic ie y 

col indancias y medidas; 

 

3.-  La fecha y causa de su posesión, que consiste 

en el hecho o acto generados de la misma; 

 

4.-  Que la posesión que invoca sea de buena fe, 

es decir en concepto de propietar io, de manera pacíf ica, continúa 

y pública; 

 

5.-  En su caso, el nombre y domic i l io de las 

personas de quien la obtuvo e l petic ionar io, y de los causantes 

de aquélla que fueren conocidos; 

 

6.-  E l nombre y domic i l io de los col indantes. 

 

A dicha sol ic itud, el interesado deberá acompañar:  

 

1.-  El documento con el que acredite el or igen de 

la posesión, s i ta l documento existe; 



 

2.-  Un plano autorizado por ingeniero t itu lado en 

el que se ident if ique en forma indubitable e l inmueble, y  

 

3.-  Constancias relat ivas al estado catastral y 

predial del inmueble, s i exist ieren. 

 

Recibida la sol ic itud, el Director del Registro Público de la 

Propiedad la hará del conocimiento mediante notif icac ión 

personal o por correo certif icado y con acuse de recibo, de la 

persona de quien se obtuvo la posesión o de su causante, si 

fuere conocido, así como de los col indantes, señalándoles un 

plazo perentorio para que manif iesten lo que a su derecho 

convenga. 

 

El Director del Registro Público de la Propiedad, además, 

mandará publicar edictos para notif icar a las personas que 

pudieren considerarse perjudicadas, publicac iones que serán a 

costa del interesado, en el Órgano Ofic ia l estatal y en un 

periódico de los de mayor circulac ión de dicha entidad 

federativa, s i se tratara de bienes inmuebles urbanos. Si los 

predios fuesen rústicos, se publicarán además en el Diar io Of ic ia l 

de la Federación, en los intervalos y las veces que en los 

ordenamientos locales se establezcan. 

 

Si exist iere oposic ión de las personas mencionadas en los 

párrafos anteriores, el Director del Registro Público de la 

Propiedad dará por terminado o suspendido el procedimiento, a 

efecto de que la controversia sea resuelta por el juez 

competente. 

 

Si no exist iere oposic ión, el Director del Registro Público de la 



Propiedad señalará día y hora para una audiencia, en la cual e l 

sol ic itante deberá probar su posesión, en concepto de propietar io 

y por el t iempo exigido por la legis lac ión c iv i l  para prescrib ir , 

por medios que le produzcan convicc ión entre los cuales será 

indispensable el testimonio de testigos que sean vecinos del 

inmueble cuya inmatr iculac ión se sol ic ita. 

 

El Director del Registro Público de la Propiedad podrá ampliar el 

examen de los testigos con las preguntas que estime pertinente 

para asegurarse de la veracidad de su dicho, y la resolución 

administrat iva del Director del Registro Público de la Propiedad 

será dictada dentro de un término perentorio siguiente a la 

celebración de la audiencia antes mencionada, concediendo o 

denegando la inmatriculac ión y declarando en el pr imero de los 

casos que el poseedor ha hecho constar los antecedentes y 

circunstancias que conforme a la legis lac ión civ i l se requieren 

para adquir ir por virtud de la prescripc ión; dicha resolución 

deberá expresar los fundamentos y motivos en que se apoya.  

 

Quien haya obtenido judicia l o administrat ivamente la inscr ipc ión 

de la posesión de un inmueble, una vez que hayan transcurrido 

cinco años, si la posesión es de buena fe, podrá ocurrir de nueva 

cuenta ante el Director del Registro Público de la Propiedad para 

que ordene la inscr ipc ión de la propiedad adquir ida por 

prescripc ión posit iva en e l fo l io o l ibro correspondiente a la 

inscr ipc ión de la posesión, quien la ordenará siempre y cuando el 

interesado acredite fehacientemente haber continuado en la 

posesión del inmueble con las condic iones para prescrib ir lo, s in 

que exista as iento alguno que contradiga la posesión inscr ita. 

 

Una vez ordenada judic ia l o administrativamente la 

inmatr iculac ión de la propiedad o posesión de un inmueble y 



cubierto el pago de los impuestos y derechos respectivos, se 

hará la inscr ipc ión en el fo l io o l ibro correspondiente. 

 

La inmatr iculac ión real izada mediante resoluc ión judic ia l o 

mediante resoluc ión administrat iva, no podrá modif icarse o 

cancelarse, s ino en virtud de mandato judic ia l contenida en 

sentencia irrevocable, dictada en juic io y en el que haya sido 

parte el Director del Registro Público de la Propiedad. 

 

No se inscrib irán las informaciones judic ia les o administrat ivas 

de las de dominio cuando se violen los programas de desarrollo 

urbano o las declarator ias de usos, destino o reservas de 

predios, expedidos por la autor idad competente, o no se hayan 

satisfecho las disposiciones legales apl icables en materia de 

divis ión y ocupación de predios, a menos que se trate de 

programas de regular izac ión de tenencia de la t ierra aprobados 

por la autor idad competente.  

 

Lo dispuesto en los artículos 3050 al 3055 del Código Civi l para 

el Distr ito Federal, comentados en los párrafos precedentes, así 

como en los correlat ivos de los ordenamientos de los estados que 

la contemplan, establecen la posibi l idad de recurrir ante el 

Registro Público de la Propiedad para que en los casos previstos 

en dichos preceptos legales se l leve a cabo la inmatr iculac ión por 

resolución administrat iva, lo cual consideramos equivocado 

puesto que el Director del Registro Público de la Propiedad es 

una autoridad administrat iva y por lo tanto no t iene facultades 

para otorgar la propiedad, por las razones que a continuación se 

exponen. 

 

La reforma introducida en el Código Civi l para el Distr ito Federal 

en 1988, mismas que posteriormente se permearon a otras 



entidades federativas, pretendió dar un espacio para solucionar 

un problema social, como lo es el de la regular ización de la 

tenencia de la t ierra, otorgando facultades a una entidad 

administrat iva para que dentro del procedimiento de 

inmatr iculac ión antes reseñado defina la t itu lar idad del derecho 

de posesión o propiedad de inmuebles. 

 

Por otra parte, nuestro sistema juríd ico permite que 

determinadas s ituaciones sean dir imidas por el Poder Ejecutivo. 

Sin embargo, para que esta posibi l idad exista no debe de ir en 

contra de las disposic iones constitucionales ni de la constante 

del orden público. 

 

Nuestra carta magna, específ icamente en su artículo 49, sost iene 

la tesis de la divis ib i l idad del poder, y éste únicamente lo 

fragmenta para su ejercic io en tres órganos: Legislativo, 

Ejecutivo y Judicial. Por el lo, aunque se habla de tres poderes 

prevalece el argumento acerca de la unidad del poder; lo único 

que se dist ingue es su ejercic io. Sin embargo, la divis ión no es 

tajante, pues existen disposic iones expresas que permiten e l 

ejercic io de act ividades jurisdicc ionales o ejecutivas al poder 

legis lat ivo; jurisdicc ionales y legis lativas al poder ejecutivo; así 

como administrat ivas y legis lat ivas al poder judic ia l. 

 

Por lo tanto, el princ ipio consiste en el reparto del poder entre 

diferentes órganos, no por confinarlos, s ino para que haya un 

control recíproco de uno sobre los otros; esto no sólo para 

impedir la concentración de un poder excesivo en un solo órgano, 

sino para regular el funcionamiento de los diferentes órganos. 

Además, el mismo precepto señala la preocupación de la invasión 

de funciones o poderes, pues las funciones no t ienen que invadir 

la esfera de los otros, a excepción de las consagradas en la 



misma Constituc ión. 

 

Por otra parte, e l Sistema Registral Mexicano es un sistema de 

inscr ipc ión declarativo, como lo establece la mayoría de las 

legis lac iones locales, como por ejemplo lo consagrado en el 

art ículo 8.2 del Código Civi l para el Estado de México, que 

expresamente establece que la inscr ipc ión de los actos o 

contratos en el Registro Público de la Propiedad t iene efectos 

declarativos y no constitut ivos. 

 

Asimismo, la Suprema Corte de Justic ia de la Nación ha 

sustentado el s iguiente cr iter io en Jurisprudencia f irme: 

 

 “Registro Público, efectos de las 

inscripciones hechas en él.  Las inscr ipc iones 

hechas en el Registro Público de la Propiedad t ienen 

efectos declarat ivos y no constitut ivos, de tal manera 

que los derechos provienen del acto jur íd ico 

declarado pero no de la inscripc ión, cuya f inal idad es 

dar public idad al acto y no constituir e l derecho” 

(Apéndice al SJF, Cuarta Parte, Tercera Sala, Tesis 

225, pág. 723. 

 

Así como la s iguiente tesis: 

 

“Registro Público, carece en principio de efectos 

constitutivos en el derecho mexicano.  La carencia 

de inscripción en el registro de una escritura de 

compra-venta, en rigor y en estricto derecho, en 

nada afecta al  derecho de propiedad del interesado ni 

al de sus causahabientes, puesto que es bien sabido 

que, en principio, el Registro Público carece de 



efectos constitutivos entre nosotros, como en el caso 

lo demuestra la circunstancia de que un contrato de 

compra-venta es legalmente perfecto y obl igatorio 

por el solo hecho del concierto de voluntades del 

comprador y vendedor sobre la cosa y su precio, 

aunque la primera no haya sido entregada ni el 

segundo satisfecho, y nunca porque la operación se 

inscriba o haya dejado de inscribirse en el Registro 

Público” (Quinta Epoca: Tomo CXXII, pág. 461. AD 

3472/54. José Asunción Ramírez González, 5 votos).   

 

Lo anterior conf irma la improcedencia de la inmatriculación 

administrativa, toda vez que va en contrasentido con el s istema 

registral, puesto que dicha inscripc ión t iene característ icas 

constitut ivas en virtud de que el derecho del t itu lar nacerá de su 

registro. 

 

El Registro Público de la Propiedad es una respuesta que el 

Estado da a la necesidad de satis facer la seguridad juríd ica del 

traf ico de inmuebles, que como pr inc ipio o f in del derecho 

enmarca a la vida social, lo que se desvirtúa la inmatr iculac ión 

administrat iva. 

 

Unida a la seguridad se encuentra la certeza juríd ica; es decir, el 

estado de tranquil idad o quietud mental; cuando al af irmar o 

negar algo, no se siente temor a errar, estado que si se basa en 

motivos jur íd icos que excluyen la posibi l idad de contradicc ión se 

enuncia como certeza juríd ica. 

 

Sin embargo, en nuestra opinión, las disposic iones de la 

Inmatriculación Administrativa previstas en los art ículos 3050 al 

3058 del Código Civi l del Distr ito Federal y sus correlat ivos en 



las ent idades federativas que los contemplan, son violator ias de 

la garant ía de audiencia consagrada en el art ículo 14 

constituc ional, pues es posible que mediante lo que en el los se 

establece se prive de sus derechos a una persona s in haber s ido 

oída y vencida en un juicio ante un tr ibunal y mediante un 

procedimiento judic ia l adecuado. 

 

Por últ imo, es menester comentar que un número importante de 

las duplic idades de antecedentes registrales que se presentan en 

la práct ica provienen de la Inmatriculación Administrativa, lo que 

desvirtúa la función pr imordial del Registro Público de la 

Propiedad, que es la de otorgar seguridad jur íd ica al tráf ico 

inmobil iar io. 

 

Es por ello que pensamos y proponemos la conveniencia de la 

derogación de la Inmatriculación Administrativa de la Legis lac ión 

Civi l  de las Ent idades Federativas que la contemplan. 

 

 

IV. DEL REGISTRO MOBILIARIO 

 

 

La inscr ipc ión de los bienes muebles en el Registro Público de la 

Propiedad t iene como final idad dar public idad a la propiedad de 

éstos y otorgar a los acreedores y terceros adquirentes de el los, 

la certeza de los gravámenes o modalidades a que están sujetos 

esos bienes, para que produzcan efectos ante terceros. 

  

Cuando esa propiedad ha sido objeto de gravamen o l imitación, 

deberán éstas inscrib irse en e l Registro Público de la Propiedad. 

  

Así por ejemplo, si se trata de contratos de compraventa de 



bienes muebles que sean susceptibles de ident if icarse de manera 

indubitable y se hubiere convenido que el precio se cubrir ía en 

pagos difer idos, para que la venta se rescindiere promovida por 

falta de uno o más pagos y pueda perjudicar a terceros, se 

requiere que la cláusula haya sido inscr ita en el Registro Público 

de la Propiedad, con lo cual, por apl icac ión del princ ipio de 

public idad registral, no pueden los terceros invocar ignorancia o 

desconocimiento de los mismos. (Artículo 2310, fracción II, 

CCDF) 

 

Situación s imilar se presenta en el caso de la reserva de 

dominio, toda vez que el comprador que ha recibido la posesión 

pero no la propiedad del mueble vendido con reserva de dominio, 

como aún no es dueño, no tendrá derecho de enajenarlo por ser 

una cosa ajena. En todo caso, tal enajenación sería nula en 

perjuicio del tercero adquirente, si la c láusula de reserva de 

dominio se ha inscrito en el Registro Público de la Propiedad; si 

la cláusula no ha sido inscrita en el Registro y el tercero 

adquirente es de buena fe, el que enajenó o dispuso de ella será 

responsable de los daños y perjuicios causados al vendedor que 

se reservó la propiedad. Quien se reservó el dominio podrá 

reivindicar la cosa si e l precio no le es sat isfecho. (Artículo 

2312, Segundo Párrafo, CCDF) 

 

Lo mismo sucede en el caso de la prenda, en que conforme a la 

legis lac ión local,  sólo producirá efectos ante terceros si se 

inscr ibe en e l Registro Público de la Propiedad.  (Artículo 2857, 

CCDF) 

 

De acuerdo con el pr inc ipio de especial idad o determinación, 

cuando se inscr iba un bien mueble deben mencionarse las 

característ icas que lo ident if iquen plenamente, el nombre de su 



t itu lar, la c láusula del contrato que señale e l gravamen o 

l imitac ión a que está sujeto el mueble, en su caso el importe del 

crédito que garantiza ese gravamen real, as í como la fecha de 

inscr ipc ión y la f irma del registrador que la pract icó. (Artículo 

3070 CCDF) 

 

A estas inscripc iones se les apl ican por analogía las disposic iones 

sobre los registros públicos de la propiedad inmobiliaria sólo en 

cuanto al procedimiento de inscr ipc ión. 

 

 

V.  DEL REGISTRO DE LAS PERSONAS MORALES 

 

 

Por lo que respecta a la inscr ipc ión de personas morales, los 

ordenamientos locales determinan cuáles son los elementos 

esenciales de una persona moral c iv i l  que son objeto de 

public idad para dar a conocer al público en general sus 

característ icas, estructura y f inal idad, por ejemplo, en el Distr ito 

Federal el art ículo 2673 de su Código Civi l , señala: 

 

“Las asociaciones se regirán por sus estatutos, los que 

deberán de ser inscritos en el Registro Público para 

que produzcan efectos contra terceros” .  

 

Las personas morales c iv i les, a diferencia de las mercanti les, 

t ienen personalidad juríd ica a partir de su inscr ipción en el 

Registro Público. (Artículo 2694 CCDF)  

 

En los l ibros o fol ios de personas juríd icas civ i les, tales como 

sociedades o asociac iones civ i les, nacionales y extranjeras y las 

fundaciones y asociac iones de beneficencia pr ivada, se inscriben 



la escr itura constitut iva, los estatutos y sus modif icaciones y la 

diso luc ión, en su caso. No obstante que los códigos c iv i les 

establecen que la constitución de las asociaciones y sociedades 

pueden constar en contrato privado, para que sean inscr itas en 

el Registro Público se exige que sus estatutos se protocolicen 

ante notario público. 

 

Las inscripc iones referentes a la constitución de personas 

morales, deben contener los siguientes datos: el nombre de los 

otorgantes; la razón social o denominación; el objeto, duración y 

domic i l io; e l capital socia l s i lo hubiere y la aportación con que 

cada socio debe contribuir; la manera de distr ibuirse las 

uti l idades y pérdidas, en su caso; el nombre de los 

administradores y las facultades que se les otorguen; el carácter 

de los socios y de su responsabil idad i l imitada si la tuvieren; y la 

fecha de registro y el nombre y f irma del registrador. Estos son 

los elementos esenciales de una persona moral c ivi l que son 

motivo de public idad para dar a conocer al público en general 

sus característ icas, estructura y f inal idad. (Art ículo 3072 CCDF) 

 

Las modif icac iones de cualquiera de las característ icas esenciales 

deberán de inscribirse, toda vez que mientras no se inscr iban no 

producirán efectos frente a terceros, los cuales podrán 

aprovecharse de la omis ión. 

 

Especial s ignif icado t iene el nombramiento de los 

administradores y las facultades que se les otorguen, pues solo 

con su inscripción podrán acreditar legalmente su 

representación; frecuentemente los jueces desechan una 

demanda por falta de legit imación activa, fundados en que el 

promovente no acredita la inscr ipc ión de su nombramiento en el 

fol io o l ibro de personas morales de la asociac ión o sociedad que 



representa. 

 

Todo aquél acto o contrato que de alguna manera l imite o 

modif ique la capacidad de la persona moral, así como las 

facultades de sus Órganos, deben anotarse en el Registro Público 

de la Propiedad, para que produzcan efectos frente a terceros. 

 

Por ser de excepción, e l a lcance y contenido de las inscripc iones 

relat ivas a bienes muebles y personas morales, se l imitan a los 

casos expresamente mencionados en los ordenamientos locales. 

 

E igualmente, a estas inscr ipc iones se les apl ican por analogía 

las disposic iones sobre los registros públicos de la propiedad 

inmobil iar ia sólo en cuanto al procedimiento de inscripc ión y al 

contenido de los asientos y anotaciones, pero no en cuanto a los 

derechos susceptibles de inscr ipc ión.  

 

 

VI. DE LA RECTIFICACIÓN, REPOSICIÓN, 

CANCELACIÓN Y EXTINCIÓN DE LOS ASIENTOS 

REGISTRALES 

 

 

En virtud de que en el quehacer cotid iano propio del Registro 

Público de la Propiedad pueden cometerse errores,  c las if icados 

por los ordenamientos que lo regulan como materiales y de 

concepto,  es necesario corregir los o enmendarlos, pues de lo 

contrario podrían originarse otros errores cuyos efectos serían 

inseguridad jur íd ica y múlt ip les perjuic ios, desvirtuando la razón 

de ser del Registro Público de la Propiedad.  

 



Entendiendo el error como un falso concepto de la real idad, en el 

orden registral los actos objeto del procedimiento han adquir ido 

vida juríd ica por medio de la inscripc ión correspondiente, por lo 

que, en el caso de error, es necesario corregir lo, a efecto de 

proteger los intereses del t itu lar registral. 

 

Atendiendo a lo indicado, la rectificación de las inscripc iones es 

el medio legal para establecer la verdad registral, y con ello, 

perfeccionar la inscripc ión o anotación errónea. 

 

La rectificación de los asientos por causa de error material  o de 

concepto  solo procede cuando exista discrepancia entre el t ítu lo 

y la inscr ipc ión. (Artículo 3023 CCDF) 

 

Se entenderá que se comete error material cuando se escriban 

unas palabras por otras, se omita la expresión de una 

circunstancia o se equivoquen los nombres propios, o las 

cantidades al copiar las del t ítu lo sin cambiar por eso el sent ido 

general de la inscripc ión ni de algunos de sus conceptos. 

(Artículo 3024 CCDF) 

 

Los errores materia les que se adviertan en los asientos de los 

diversos l ibros o fol ios del Registro Público de la Propiedad o en 

los índices, serán rectificados  con vistas de los documentos que 

les dieron origen, o copias certif icadas de los protocolos, 

expedientes o archivos de donde procedan. (Artículo 75 RRPPDF, 

primer párrafo) 

 

No será necesario esta confrontación y los errores se podrán 

rectificar de ofic io o a pet ic ión de parte, cuando puedan 

acreditarse en el texto de las inscripc iones con las que los 

asientos erróneos estén relacionados, por ejemplo, la 



rectif icac ión de un fol io auxi l iar correspondiente a una unidad 

privat iva de un condominio, misma que puede ser rectif icado s i 

se desprende de la inscr ipc ión del fol io matr iz que le dio or igen. 

(Artículo 75 RRPPDF, segundo párrafo) 

 

Se considera error material, además de los casos que señala e l 

art ículo 3024 del CCDF, la práct ica de un asiento en parte o 

espacio dist into del que corresponde al fol io o l ibro respectivo. 

En este caso, la rectificación  procede de ofic io y se realizará 

cancelando el as iento erróneo y trasladándolo al lugar que debe 

ocupar. (Artículo 76 RRPPDF) 

 

Se entenderá que se comete error de concepto, cuando al 

expresar en la inscripc ión de alguno de los contenidos del t ítu lo 

se altere o var íe su sentido porque el Registrador se hubiere 

formado un juic io equivocado del mismo, por una errónea 

cal if icac ión del contrato o acto en él consignado o por cualquiera 

otra circunstancia. En este t ipo de errores, solo podría 

rectificarse con el consentimiento de los interesados en el 

asiento, a fa lta de el lo la rectificación sólo podrá efectuarse por 

resolución judic ia l. (Artículos 3025 y 3026 del CCDF) 

 

Los errores de concepto en los asientos solo se rectif ican 

conforme a lo previsto en los ordenamientos legales apl icables y 

mediante la presentación del documento registrado, s i éste fuese 

correcto, o del que lo rectif ique si e l error se debiese a una 

redacción vaga, ambigua o inexacta del t ítu lo registrado. 

Rectif icado un asiento, se rect if icarán todos los que estén 

relac ionados e incurran en el mismo error. (Artículo 79 RRPPDF) 

 

La reposición de antecedentes registrales procede cuando en el 

archivo del Registro Público de la Propiedad el l ibro o fol io donde 



había quedado asentado o inscr ito el documento o instrumento, 

ha desaparecido parcia l o totalmente, ya sea, por el deterioro 

por el paso del t iempo, por la muti lac ión total o parcia l por su 

uso, por robo o extravío del antecedente registral, y haga 

imposible establecer el tracto sucesivo entre los efectuados y 

otros posteriores. El as iento se repone con la exhibic ión del 

t ítu lo que le dio origen y a petic ión de parte interesada para que 

se inscriba de nueva cuenta o por resolución judic ia l. En los 

fol ios repuestos deberán ostentar sel lo de reposic ión (Artículos 

83 RRPPDF) 

 

La cancelación de los actos registrados o anotados, es una 

forma por medio de la cual dejan de tener vigencia y de surt ir 

efectos juríd icos los as ientos registrales, es decir,  es el acto 

juríd ico a través del cual se anula y se deja sin efecto, parcia l o 

totalmente, una anotación o inscr ipción, por haberse transmit ido 

o extinguido un derecho, en todo o en parte, por ende se deberá 

de expresarse la causa y fundamento que motivo la cancelac ión. 

 

Son objeto de cancelación ,  las inscripc iones o asientos y las 

anotaciones, ya que unos y otros constituyen los medios 

establecidos por la norma para que cobre objetiv idad la función 

registral. 

 

La real idad socia l hace patente la constante preocupación de 

proteger los bienes, por eso, cuando se transfiere el dominio o 

un derecho real inscrito a favor de otra persona, la cancelac ión 

es indispensable para la seguridad juríd ica en cuanto al t itu lar 

del derecho alcance vigencia constatando registralmente la 

transferencia mediante un nuevo asiento o anotación, según sea 

el caso. 

 



La cancelac ión puede recaer también sobre notas o anotaciones 

que consignen circunstancias o hechos que impliquen 

adquis ic ión, modif icac ión o extinc ión de los derechos inscr itos o 

anotados. En estos casos, es necesario dejar sin efecto la 

anotación del caso y sustituir la por otra. 

 

Desde el punto de vista registral,  en cuanto se deja sin efecto 

una inscripc ión o anotación se supone la ext inc ión del derecho 

inscr ito o anotado, sin que forzosamente exista al mismo t iempo 

adquis ic ión de tal derecho por otro t itu lar, aun cuando si puede 

haber quien se benefic ie con dicha cancelac ión. (Artículo 3036 

CCDF) 

 

Las anotaciones e inscripc iones pueden cancelarse por 

consentimiento de las partes a cuyo favor estén hechas, lo que 

deberá constar en escritura pública o por orden judic ia l. Podrán 

no obstante ser canceladas a petic ión de parte sin dicho 

requis ito, cuando el derecho anotado o inscr ito quede extinguido 

por disposic ión de la ley o por causas que resulten del t itu lo en 

cuya virtud se practicó la inscr ipc ión o anotación debido a 

hechos que no requiere la intervención de la voluntad.  

 

Para estos asientos de cancelación hay que tener presente el mal 

señalado pr inc ipio de rogación, dado de que se requiere, por 

regla general e l consentimiento del t itu lar de la inscripc ión para 

que ésta se modif ique o se cambie a favor de un tercero. Aún en 

el caso de excepción de cancelac ión por mandamiento judic ia l,  

debe de oírse en juic io y darse oportunidad de defensa al t itu lar 

inscr ito en el registro. La cancelación de las inscripc iones o 

anotaciones preventivas podrá ser total o parcia l. (Artículos 3031 

y 3032 CCDF) 

 



 

VII. DE LOS RECURSOS 

 

 

En todo procedimiento del t ipo que sea, es hasta cierto punto 

expl icable que la autoridad que lo l leva a cabo incurra en error, 

ya sea por inexactitud de la apl icac ión de la ley, fa lta de 

apl icac ión de ésta, o bien, que se actúe de mala fe, con lo que 

resultan gravemente les ionados en una u otra s ituación, los 

intereses legalmente protegidos de los usuarios del servic io 

registral. 

 

Desde tiempo inmemorial se crearon los recursos como remedios 

juríd icos capaces de subsanar el error o el desvío del poder por 

parte de la autor idad 

  

En el procedimiento del Registro Público de la Propiedad, los 

recursos, por regla general, son medios de impugnación 

establecidos por los ordenamientos que lo regulan (ley o 

reglamento) y por los cuales e l afectado de algún acto o 

resolución puede interponer su inconformidad para que 

examinado de nueva cuenta por el registrador, o por una 

autoridad administrativa superior a él, o por un órgano 

jurisdicc ional, y de acuerdo con la naturaleza del acto de que se 

trate, se reconsidere lo resuelto, dejando sin efecto el acto 

impugnado o en su defecto confirmándolo. 

 

En el caso del Distr ito Federal está reglamentado en el Capitulo 

VII del Titulo Tercero del Reglamento del Registro Público de la 

Propiedad de dicha entidad federativa, en los art ículos 109 al 

113, e l Recurso de Inconformidad. En algunas entidades 

federativas, e l medio de impugnación en contra de algún acto de 



autoridad del Registro Publico no está contemplado en su Ley o 

Reglamento, s ino que se contempla en algún otro ordenamiento, 

por ejemplo en Estado de México, se homologa e l procedimiento 

de los recursos ante el Director General del Registro Público de 

la Propiedad, a las disposic iones del Código de Procedimientos 

Administrat ivo de dicho Estado.   . 

 

El objeto del recurso es la impugnación de la resolución dictada 

por el Registrador con la que se inconforma el promovente del 

recurso, teniendo como fin, su revocación, o parte de la 

determinación del registrador, para así lograr la real ización de lo 

sol ic itado. 

 

Por ejemplo, en el Distr ito Federal,  el art ículo 3022 Código Civi l  

establece el derecho de inconformarse con la determinación del 

Registrador para rectif icar alguna inscripc ión. Igualmente, a fa lta 

de acuerdo entre el interesado y e l Registrador para corregir un 

error de concepto, el derecho de acudir ente los órganos 

jurisdicc ionales competentes para dir imir la controversia. 

 

Si e l objeto del recurso es el combatir e l acto o determinación 

del registrador que lesiona el derecho o intereses del solic itante, 

por ende, puede afirmarse que son objeto de inconformidad: la 

negativa a admit ir e l documento o solic itud en la ofic ia l ía de 

partes, por no cumplir con uno de los requis itos para su ingreso; 

la cal if icac ión f iscal que determinar los derechos a pagar por el 

servic io registral; la cal if icac ión registral; la negativa de 

inscr ib ir  o anotar el acto; la negativa de expedir cualquiera de 

las certif icac iones solic itadas; la negativa para consultar l ibros o 

legajos o cualquier otro documento de los que integren el archivo 

o acervo registral y la negat iva del registrador para hacer las 

rectif icac iones de los errores materia les o de concepto cometidos 



al l levar a cabo la anotación o inscr ipc ión, en los términos 

previstos por los ordenamientos legales. 

 

Tienen legit imación para inconformarse con las resoluciones 

regístrales la persona a cuyo favor debiese de practicarse dicha 

anotación, inscripción, cert if icac ión o la consulta de algún 

documento, l ibro o partida, correspondiente al archivo del 

registro; la tercera interesada, en los aspectos mencionados; el 

Ministerio Público, cuando de acuerdo con sus facultades legales 

se lesionen los intereses que representa con algún acto emanado 

del Registro; por últ imo, el Notar io Público cuando éste solic ita 

el registro o cualquiera de los actos a que se ha hecho 

referencia. 

 

Los recursos pueden clasif icarse en internos o administrativos, 

y externos o judiciales .  

 

Los recursos internos o administrativos, consisten en la 

inconformidad manifestada ante el registrador o ante el superior 

jerárquico, atendiendo para el lo al carácter del acto, para que se 

revoque, confirme o modif ique. 

 

La cal if icac ión hecha por el Registrador podrá recurrirse, por 

regla general, ante el Director del Registro Público de la 

Propiedad. Si éste confirma la cal if icac ión, e l perjudicado por 

el la podrá reclamarla en juic io. 

 

Como ya se dijo, turnado un documento al Registrador, 

procederá a su cal i f icación integral en un plazo perentorio, para 

determinar s i es asentable, de acuerdo con las disposic iones 

reglamentar ias vigentes de cada estado, el acto juríd ico ha 

inscr ib ir . 



 

Si de la cal if icación fundada y motivada, el Registrador 

determina suspender o denegar el asiento sol ic itado, turnará el 

documento y anexos al área jur íd ica, a f in de que se publique en 

el Órgano de difusión of ic ia l. E l interesado contará con un 

término perentorio para subsanar las irregular idades señaladas o 

recurrir e l acto de autoridad, suspendiéndose el registro en los 

actos de omisión o defectos subsanables, y la denegación del 

mismo por causas insubsanables. 

 

Si e l área jurídica conf irma la resolución suspensiva o 

denegatoria del Registrador y el interesado manif iesta su 

inconformidad, el servidor público que conozca del asunto dará 

entrada al recurso de inconformidad, que se substanciará, en la 

mayoría de los casos, así lo determinan las legis lac iones 

estatales, ante e l Director General quien ordenará de manera 

expedita, a instancia del recurrente, que se practique la 

anotación preventiva ordenada por ley, lo cual se publicará en el 

Órgano Of ic ia l de difusión del Registro Público. 

 

El Director General conocerá del recurso, que puede ser 

interpuesto en forma verbal de inmediato o por escrito en un 

plazo no mayor del señalado en el ordenamiento que lo regule. El 

Director General resolverá el recurso con lo que se da por 

terminada la instancia. 

 

Si la resoluc ión del Director General fuese favorable al 

recurrente, se notif icará de el lo al Registrador que cal if icó e l 

documento y se lo remit irá a éste para su inscr ipc ión; en caso 

contrario, el documento será puesto a disposic ión del recurrente 

por notif icac ión en el Organo de difusión, poniéndose en ofic ia l ía 

de partes a su disposic ión, previa cancelación de la nota de 



presentación. 

 

El mismo procedimiento se seguirá en lo sustancial cuando los 

interesados objeten la cotización de los derechos de registro o 

cuando el Registrador rehuse practicar la rect if icación de un 

asiento por considerarla infundada. 

 

Ahora bien, como se dijo, cuando la resoluc ión no fuese 

favorable, e l perjudicado por e l la podrá reclamarla en juic io. 

 

El recurso externo  es un medio de impugnación, por virtud de 

la cual el perjudicado con la determinación del Registrador acude 

ante un órgano jurisdicc ional competente para que a través del 

procedimiento respectivo, se determine conforme a derecho y de 

ese modo se niegue la procedencia de la acc ión o bien se 

conceda por la resolución judic ia l que el caso produzca los 

efectos de su contenido. En este caso el Registrador deberá ser 

parte del procedimiento, toda vez que es a dicho funcionario a 

quien se le demanda, y por tanto, tendrá derecho de ser oído en 

juic io. 

 

Si la autor idad judic ia l ordena se registre el t ítulo o documento 

rechazado, la inscripc ión surtirá sus efectos desde que por 

primera vez se presentó, si se hubiese hecho la anotación 

preventiva. 

 

Desde el punto de vista estricto y en relac ión con la naturaleza 

de los recursos, es discutib le si se trata de un recurso 

propiamente dicho, o bien, s implemente de una medida legal 

para dir imir las controversias, hasta cierto punto frecuentes, 

entre registradores y part iculares en relac ión con los actos en 

los cuales únicamente la autor idad judic ia l puede decidir, 



atendiendo a lo preceptuado en la Constituc ión Pol ít ica de los 

Estados Unidos Mexicanos, que en su artículo 14, segundo 

párrafo, establece: “ Nadie podrá ser privado de la l ibertad, o de 

sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 

seguido ante los tr ibunales previamente establecidos, en los que 

se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 

conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho …”. 

 

Como los ordenamientos juríd icos reguladores de la mater ia 

registral prevén en concreto que, frente a determinado problema 

entre el Registrador y los part iculares, éstos pueden someterse 

al procedimiento judicia l correspondiente, cabe concluir que 

quizás desde un aspecto convencional ta l s ituación podría 

considerarse como un medio de impugnación, porque ante la 

negativa del registrador de obsequiar una pet ic ión, o frente al 

error cometido en el orden registral, el interesado en subsanarlo 

se somete a un procedimiento cuyo objeto es poner el remedio 

juríd ico encaminado a evitar e l daño producido con el cual en 

sustancia existe concordancia entre el objeto y f ines del recurso 

en sí. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO CUARTO 

SITUACIÓN ACTUAL Y EXPECTIVAS 

 

 

I.- SITUACIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD 

EN EL DERECHO POSITIVO MEXICANO. 

 

 

En este punto daremos un panorama genérico del tratamiento del 

Registro Público de la Propiedad  en el derecho Posit ivo Mexicano, 

sin pretender con el lo hacer un estudio de derecho comparado, 

que bien pudiese ser objeto de otra tesis de tan digna 

Instituc ión. 

 

Así, observamos que respecto al tratamiento jerárquico que se le 

da en el orden juríd ico nacional, cuentan con Leyes del Registro 

Público de la Propiedad: Baja Cal i fornia, Coahuila, Durango, 

Jal isco, Michoacán, Nayarit, Nuevo León, Querétaro, San Luis 

Potosí, Sonora, Tamaulipas y Veracruz, en tres de el los la ley 

contempla también la mater ia catastral, el resto de los estados, 

inc lus ive e l Distr ito Federal, t ienen Reglamento a excepciones de 

Chihuahua y Quintana Roo que tienen la caracter íst ica de no 

poseer ley ni reglamento, sino, el pr imero, contempla su 

organización y funcionamiento de la inst ituc ión en su Código 

Administrat ivo. El segundo la basa en las disposic iones 

contenidas en su Código Civi l , la expl icac ión de esta últ ima 

pecul iar idad puede hal larse en el hecho de que ésta es una de 

las ent idades más jóvenes de la federación y carece de algunos 

ordenamientos legales. 

 

Por otra parte, en lo referente a la técnica legis lat iva uti l izada 

en las leyes, reglamentos y código en comento, no existe 



uniformidad y sí en cambio diversidad de este aspecto. La 

investigación arrojó los siguientes datos: la mayoría de las leyes, 

reglamentos y e l código se encuentran divididos en t ítu los, 

capítulos, partes e inclus ive l ibros; por lo que se refiere al 

número de artículos, éste no sigue una constante pues mientras 

que el ordenamiento más extenso es el de Tamaulipas con 193 

artículos y 9 transitor ios, e l que menos posee es la Ley Catastral 

y Registral del Estado de Nayarit  con 62 artículos, comentario 

especial merece Baja Cal ifornia y Jal isco, toda vez que estos lo 

regulan en sus Códigos Civi les, en las Leyes de la materia y sus 

Reglamentos. Otro dato interesante es el de que Tamaulipas, que 

es el más antiguo pues data de 1926 y e l más reciente es el de 

Distr ito Federal,  promulgado el 8 de noviembre de 2006 y 

publicado en su Gaceta Ofic ia l del 24 de los mismos. 

 

Por otra parte, resulta interesante saber que de entidad 

federativa a ent idad federat iva, varía el número de ofic inas del 

Registro Público de la Propiedad, siendo 7 estados y el Distr ito y 

Federal los que cuentan con solo una y e l que más t iene es 

Oaxaca con 28. En total, en e l territor io nacional se cuenta con 

313 of ic inas. 

 

No menos interesante resulta observar la información que se 

refiere al nombramiento y requis itos para ser t itu lar del Registro 

Público de la Propiedad y aquí observamos que en toda la 

Federación, s in excepción, la atr ibución de designar al Director 

del Registro Público de la Propiedad corresponde al ejecutivo 

local, por ejemplo en Baja Cali fornia, Hidalgo, Distr ito Federal, 

Puebla, Estado de México, Tlaxcala y Veracruz, el Registro 

Público de la Propiedad t iene la jerarquía de dependencia de la 

Of ic ia l ía Mayor; Secretaría de Finanzas; Consejería Jurídica y de 

Servic ios Legales, Tesorería General; y en las tres últ imas, en la 



Secretaria General de Gobierno, respectivamente, y los t itu lares 

de éstas, por acuerdo del Gobernador, designan al Director del 

Registro Público de la Propiedad de su entidad. 

 

Los requisitos establec idos para el nombramiento del Director del 

Registro Público de la Propiedad precisan característ icas 

especiales, debido a que la tarea a real izar requiere de 

experiencia y práctica profes ional para dir ig ir una instituc ión tan 

importante y compleja, por lo que consideramos que es 

conveniente señalar los requisitos comunes que se contemplan 

en los ordenamientos legales que lo regulan: 

 

1.- Gozar de solvencia moral.- Consideramos 

que confiere una garant ía de seguridad para el desempeño 

del cargo. 

 

Las únicas ent idades que no lo exigen son Puebla y Yucatán 

 

2.- Poseer el título de abogado.- El cr iter io de 

las legis lac iones se unif ica en su mayoría, 

constituyendo la excepción Colima, que exige sólo ser 

profesionista, y Sinaloa, donde e l Ejecut ivo estatal 

puede dispensar el requis ito del t ítu lo de abogado. 

 

3.- Práctica profesional y experiencia.- En la 

Mayoría de los estados se pide este requis ito que varía 

de 2 a 5 años, como son en los casos del Estado de 

México y el Distr ito Federal, respectivamente. 

 

4.- Edad.-  Existe plural idad de opiniones en este 

sentido. Se f ija la mínima de 18 años en el 

Reglamento de Aguascal ientes, que dispone ser mayor 



de edad; en 6 estados se precisa tener entre 25 y 30 

años; y en 24 estados y el Distr ito Federal no exigen 

el requis ito de la edad para ser t itu lar del Registro 

Público de la Propiedad. 

 

Digno de señalarse es el hecho de que, en los ordenamientos de 

Baja Cali fornia, Guanajuato y Puebla, no se f ijan requis itos para 

ser Director de la inst ituc ión.  

 

Por otra parte, a lgunos Estados exigen además de los requis itos 

señalados otros; por ejemplo, en Hidalgo, tener residencia en e l 

Estado; ser ciudadano de la ent idad en Baja Cal ifornia Sur; ser 

mexicano por nacimiento, en el Estado de México; en el Distr ito 

Federal ser Ciudadano Mexicano; en otros Estados se pide no 

haber sido condenado en causa criminal y ser de reconocida 

probidad moral lo que equiparamos a solvencia moral. Por su 

parte en Chihuahua también exige no tener impedimento f ís ico o 

mental que se oponga a las funciones registrales. 

 

Asimismo, encontramos que el t iempo máximo requerido para la 

inscr ipc ión de los documentos es var iado, pues en algunos 

Estados es de 2, 3, 5 y 10 días y en otros no se establece un 

t iempo determinado como en Chiapas, Michoacán, Tamaulipas y 

Yucatán. 

 

La uti l izac ión de l ibros o secciones para las inscr ipc iones, es casi 

general en e l país. La diferencia estriba en e l número de l ibros o 

secciones que se uti l izan, pues algunos estados como, Col ima, 

Tabasco y Guerrero, establecen 3 l ibros y Puebla 11, que es el 

que mayor número posee. Las excepciones a la uti l izac ión de 

l ibros son, entre otros, Baja California, Distr ito Federal, Jal isco, 



Zacatecas y Quintana Roo, que siguen el s istema denominado de 

Folio Real para la Inscripción. 

 

De particular importancia resulta apuntar que la f igura jur íd ica 

denominada “Inmatriculación Administrativa”,  se encuentra 

adoptada en la mayoría de los ordenamientos estatales, entre 

el los, en el Distr ito Federal y en el Estado de México, pero 

consideramos que debería ser abrogada por las razones que 

apuntamos en el Capítulo que antecede. 

 

Además, reiteramos que las inscr ipciones en el Registro Público 

de la Propiedad en México, t ienen efectos declarat ivos; no 

obstante, existen las excepciones, entre ellas, las de Yucatán y 

el estado de Quintana Roo. Este últ imo, en su Código Civi l 

establece lo s iguiente: 

 

“Artículo 3158.-  El Registro Público 

de la Propiedad de Quintana Roo será, en cuanto a la 

forma y manera de l levarlo a cabo, por el s istema de 

Fol io Real y en cuanto a sus efectos será, en unos 

casos, además de public itario, constitutivo, y en 

otros, meramente public itarios”. 

 

Lo anterior, aparentemente va en desacuerdo con las 

jurisprudencias de la Suprema Corte de Justic ia de la Nación: 

Quinta Epoca, Tomo CXXII, Pág. 461 A.D.; Sexta Epoca, Cuarta 

Parte, Vol. XV. Pág. 263, que asientan que:  

 

“   …. la carencia de inscripción en el 

registro público t iene en principio, efectos 

declarativos y no constitutivos”  

 



No obstante lo anterior, no debemos olvidar que e l princ ipio que 

priva en el país es el de otorgar efectos declarat ivos al Registro 

Público de la Propiedad, y también que la mater ia registral 

inmobil iar ia, mobil iar ia y de personas morales civ i les, en nuestro 

sistema federal, es de carácter eminentemente local,  conforme a 

lo dispuesto en el art ículo 121 de la Constituc ión Pol ít ica de los 

Estados Unidos Mexicanos, que en lo conducente señala: 

 

“En cada estado de la federación se 

dará entera fe y crédito de los actos públicos, 

registros  y procedimientos judiciales de todos los 

otros. El congreso de la unión, por medio de leyes 

generales, prescribirá la manera de probar dichos 

actos, registros y procedimientos, y el efecto de el los 

sujetándose a las bases siguientes: 

 

I.-  Las leyes de un estado solo tendrán 

efectos en su propio territorio, y, por consiguiente, no 

podrán ser obl igatorias fuera de él. 

 

II.-  Los bienes muebles e inmuebles 

se regirán por la ley del lugar de su ubicación . 

 

III.-  Las sentencias, pronunciadas por 

los tr ibunales de un estado sobre derechos reales o 

bienes inmuebles ubicados en otro estado solo tendrán 

fuerza ejecutoria en este, cuando así lo dispongan sus 

propias leyes.  ………“ 

 

En este sentido, cada Estado o Ent idad Federativa determinará la 

forma para organizar lo y los efectos que le quiere otorgar a la 



inscr ipc ión o ausencia de inscr ipc ión, en el Registro Público de la 

Propiedad.  

 

Bajo esta misma tesitura, existe una tesis del Tribunal Colegiado 

del Décimo Circuito. Amparo Indirecto 305/80 Mir iam Echeverría 

Boldo del 15 de octubre de 1980 Unanimidad de votos. Ponente: 

Gabriel Santos Ayala, que a la letra dice: 

 

“De conformidad con lo establecido por el 

art ículo 2036 del Código Civi l  para el estado de Yucatán 

la inscripción de la hipoteca en el Registro Público de 

la Propiedad tiene efectos constitutivos  y no 

simplemente declarativos por tanto, sino se cumple con 

este requisito la Hipoteca no produce efecto legal alguno 

sino desde la fecha y hora en que quedo debidamente 

registrada”. 

 

Como se observa, en algunos supuestos en el derecho posit ivo 

mexicano los efectos juríd icos de la inscripción en el Registro 

Público de la Propiedad son constitut ivos y no únicamente 

declarat ivos. 

 

Así también tenemos lo consagrado en los Códigos Civi les de los 

Estados de Baja Cal i fornia y Nuevo León, que en sus Artículos 

2871 y 2896, respectivamente, señalan: 

 

 “Los testamentos ológrafos no producirán 

efectos si no son depositados en el Registro.”  

 

Los medios de impugnación  de carácter administrativo  se 

encuentran contemplados en la mayoría de las Leyes y 

Reglamentos de los estados, a excepción del Estado de México 



donde se homologa el procedimiento de los recursos que se 

interpongan ante el Director General del Registro Público de la 

Propiedad, a las disposic iones del Código de Procedimientos 

Administrat ivos del Estado. La denominación común que reciben 

es el recurso  de Inconformidad  o de Reconsideración.  El 

objeto del recurso es modif icar la decis ión de la autoridad con 

relac ión a la improcedencia de una inscr ipc ión o denegación de 

ésta o su suspención. 

 

La forma de ventilar e l recurso es similar en la mayor parte de 

los estados y éste se interpone por escrito ante el Director 

General, a excepción de los estados de Querétaro y Yucatán 

donde se interpone directamente ante el Ejecutivo del Estado.  

 

En Guanajuato y Puebla e l recurso se tramita directamente ante 

el Registrador que l levó a cabo la cal if icac ión. En lo referente a 

las formalidades, en Colima, se puede hacer valer verbalmente la 

impugnación ante el Director General.  

 

El t iempo dentro del cual la autoridad administrat iva debe 

resolver en defin it iva el recurso, no se encuentra precisado en la 

mayoría de las leyes y reglamentos. Se encuentra determinado 

en los ordenamientos de los estados de Baja California, Estado 

de México y Yucatán, señalándose un término de 10 días; 

Coahuila dispone que será dentro de los 3 días s iguientes; en el 

Distr ito Federal, de 15 días; Morelos y Veracruz, dentro de los 5 

días; y en Chiapas en un término de 48 horas. 

 

Es importante mencionar que en la legis lación Registral de los 

estados de Chihuahua, Jal isco, Michoacán, Coahuila y T laxcala, 

no se contempla la existencia de algún recurso administrat ivo 

para ser interpuesto ante las autoridades administrat ivas del 



Registro Público de la Propiedad.  No obstante ello, el usuario 

t iene e l derecho de acudir ante los Tribunales del orden común 

para sol ic itar la modif icac ión de la decis ión administrativa, por lo 

que respecta a la suspención o negativa de la inscripc ión de un 

documento por parte del Registro. 

 

Cabe destacar que dentro de las legis lac iones consultadas, la 

f igura del tercero registral se encuentra contemplada en los 

Códigos Civi les de los estados de Coahuila, Guanajuato, Morelos, 

Puebla, Quinta Roo, Sonora y Tlaxcala, exclus ivamente. Aunque 

no la definen claramente, sí proporcionan un acercamiento a la 

esencia de la f igura en cuestión y con lo expuesto en el Capítulo 

Tercero, creemos que contribuimos a su esclarecimiento.  

 

De la lectura de los preceptos y su comparación, bien se puede 

concluir que no se aparta del cr iterio sustentado por la Suprema 

Corte de Justic ia de la Nación, en el sentido de identif icar al 

tercero registral con la f igura del tercero adquirente frente a 

una inscr ipc ión en el Registro Público de la Propiedad, defin ic ión, 

ésta, también acorde a los estudios doctrinar ios más destacados 

en la mater ia.  

 

Derivado de la misma f igura, otro punto a resaltar aparece en la 

legis lac ión del estado de Coahuila, que en el art ículo 3601 de su 

Código Civi l ,  da la def in ic ión de “tercero registral”  en los 

términos s iguientes:  

 

“Se entiende por terceros, para los efectos del 

Registro, a todos aquellos que tengan 

constituidos o inscritos derechos reales, 

gravámenes o embargos sobre los bienes o 

derechos que sean objeto de inscripción 



conforme a los artículos 3592 y 3598 de este 

código y, por tanto, sólo dichos terceros podrán 

invocar la falta de registro, cuando se les 

pretenda oponer un acto, contrato, resolución o 

documento, que debiéndose registrar no se 

inscribió, a efecto de que no les sea oponible ni 

los perjudique. “. 

 

Está adic ión ext iende e l a lcance del concepto de tercero, 

inc luyendo de manera implíc ita el princ ipio registral del 

consentimiento. 

 

Por otra parte, y refir iéndonos a la f igura de la pre lación, la que 

implica la existencia de un orden en el cual otros derechos 

pueden adelantarse o tener preferencia, se observa que la 

total idad de las legis lac iones anal izadas la tratan en atención a 

la pr ior idad determinada por la fecha de ingreso de los 

documentos registrables y su inscripc ión en el Registro Público 

de la Propiedad. E l pr inc ipio fundamental de la seguridad 

juríd ica, se ve atacado por las excepciones aparentes que 

constituyen las legis lac iones del estado de Yucatán, en el caso 

específ ico de la Hipoteca, y Quintana Roo, en todos los actos 

tras lat ivos de dominio, en virtud de que estas dos entidades le 

otorgan efectos constitut ivos al registro y que relac ionado con la 

f igura de la prelación, nos ofrece característ icas que deben ser 

objeto de un estudio más profundo.  

 

Al ser el registro constitut ivo en estas dos entidades y guardar el 

s istema de prelac ión que determina la fecha de ingreso de los 

documentos para registro, resulta interesante pensar en la 

apl icac ión de un sistema dist into que no pudiera afectar, en un 

momento dado, los derechos adquir idos con anterior idad a la 



fecha de registro, o bien, anter iores a la fecha de ingreso de los 

documentos. Este es un problema al que las propias legis lac iones 

no dan clara respuesta y que merecen atención especial, en 

cuanto al estudio detal lado de los motivos que la inspiraron y su 

efectiv idad práct ica. 

 

Respecto al t ipo de documentos que pueden ser inscritos en los 

registros públicos, en esencia son los mismos y, no existe una 

diferencia sustancial. Lo anter ior se desprende de la redacción 

de los Códigos Civi les de los Estados de Colima, Estado de 

México, Quintana Roo, Zacatecas y el Distr ito Federal cuyos 

artículos son s imilares en lo referentes a los t ítulos sujetos a 

registro. 

 

Por otra parte, el resto de los Códigos Civi les de los Estados 

siguen una l ínea general en su redacción, y de forma enunciat iva 

y no l imitat iva, nos describen casuíst icamente qué es lo 

juríd icamente inscrib ible. La var iedad de los supuestos jurídicos 

registrables no es muy extensa en la legis lac ión consultada. No 

obstante, se exponen las s iguientes part icular idades: 

 

En Coahuila, e l registro del nombramiento de los directores y 

administradores de las fundaciones de beneficencia, las 

resoluciones judic ia les, administrat ivas, del trabajo o arbitrajes, 

las autor izac iones de fraccionamientos otorgadas por el ejecutivo 

estatal. 

 

En Chiapas, la inscripc ión de las escrituras de permuta de f incas 

rústicas o urbanas, de transacción, de renta vita l ic ia, la venta de 

inmuebles entre herederos, y la adjudicación entre condueños. 

 



En Hidalgo, las servidumbres contractuales, los contratos de 

anticres is y e l uso y goce de los bienes inmuebles o derechos 

reales constituidos sobre ellos. 

 

En Jal isco, las declarac iones expedidas por el H. Congreso del 

Estado, de conformidad con la Ley de Asentamientos Humanos. 

 

En el Estado de México, la inscr ipc ión de los Planes de Desarrollo 

Urbano, previstos en la Ley. 

 

En Morelos, el registro de las copias certif icadas relat ivas a las 

actas de embargo o secuestro, cuando recaigan sobre bienes 

inmuebles o derechos reales susceptibles de registro y los Planes 

Estatal y Munic ipales de Desarrol lo Urbano. 

 

En Nuevo León, se registran la promesa de contratar y los 

documentos en que se establezca la propiedad pública cuyos 

t itu lares podrán ser el estado, los munic ipios o los organismos 

descentral izados creados por el Estado u organizados con base 

en ordenamientos juríd icos en vigor. 

 

En la mayoría de los estados, se inscr iben los contratos de 

arrendamiento cuando el período de vigencia excede de 6 años y 

aquéllos en que haya ant ic ipo de rentas por más de tres años. 

Las excepciones son: Puebla, donde se puede inscr ibir 

excediendo la vigencia de 5 años; Tlaxcala y Yucatán, con 3 

años. Asimismo, en el Estado de México, se consagra que los 

contratos de arrendamientos de inmuebles de menores, 

incapacitados, de una sucesión o se pacten un ant ic ipo de rentas 

se deberán de inscrib ir  en el Registro Público de la Propiedad. 

 



No obstante que algunos documentos inscrib ibles no se 

mencionan en el Código Civi l de uno u otro estado de la 

federación, esto no implica la negativa a inscr ib ir lo, pues e l 

fundamento para hacerlo puede estar contemplado en otra ley, 

salvo que expresamente la norma juríd ica apl icable disponga que 

el documento tenga el carácter de no inscr ib ible. 

 

Reiteramos, la información vert ida en este punto no t iene, de 

manera alguna, la pretensión de ser un estudio de derecho 

comparado, sino que aspiramos a dar un panorama genérico de la 

noble inst ituc ión del Registro Publico de la Propiedad, a f in de 

conocer su problemática y buscar sus soluciones. 

 

 

II.- DIAGNÓSTICO DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA 

PROPIEDAD EN MÉXICO. 

 

 

El impresionante crecimiento de México, en materia inmobil iar ia, 

y el auge del crecimiento de las ciudades medias y de las 

metrópolis dentro del territor io nacional, se han venido 

traduciendo, de var ios lustros a la fecha, en un incremento 

constante del número de asuntos que por ley deben tramitarse 

ante las of ic inas de los Registros Públicos de la Propiedad. 

 

En este contexto y a pesar de que el Registro Público de la 

Propiedad en terr itor io nacional,  ha venido perdiendo capacidad 

de respuesta y enfrenta hoy una problemática acumulada durante 

más de varias décadas, cuya solución requiere de decisiones de 

fondo y de acciones inmediatas, como se demuestra del 

diagnóst ico general y que de manera breve puntual izamos en 

cuatro puntos, a saber.  



 

 

1.- Estructura, Organizacional y Recursos Humanos  

 

 

 

La estructura organizacional con la que operan los Registros 

Públicos de la Propiedad, en muchos de los casos, dif ieren de la 

estructura autorizada de las Secretarías de Finanzas estatales u 

Of ic ia l ías Mayores, lo cual ocasiona confusión en el personal y 

repercute en la eficac ia de los servicios que presta la Instituc ión. 

 

Por otra parte, la mayoría de los Manuales de Organización 

existentes fueron elaborados con apego a una estructura que, 

como ya hemos dicho, en muchos de los casos no corresponde a 

la real idad, y no reflejan cabalmente las atribuciones, facultades 

y funciones de los servidores públicos de los registros. 

 

La constante rotación del personal de los Registros Públicos de la 

Propiedad, tanto de mandos directivos como operativos, as í 

como, en muchos de los casos, las personas que ingresan a 

laborar en dichas inst ituc iones no reúnen el perf i l  o experiencia 

que el puesto requiere, lo que ocasiona que el servic io que se 

proporciona sea lento e inef ic iente. 

 

La diversidad y especial izac ión de los trámites que se llevan a 

cabo en los registros, hacen necesario contar con personal 

capacitado y con conocimientos especial izados en las 

disposic iones jurídicas apl icables. En su mayoría, los servidores 

públicos de los registros no han partic ipado en cursos formales 

de actual izac ión, sobre materia registral o re lac ionada con sus 

funciones, ni reúnen el perf i l de los puestos que ocupan.  



 

Los registros prestan una gran cant idad y var iedad de servic ios y 

no existen documentos ofic ia les actual izados que los expl iquen 

claramente y señalen sus requis itos y menos aún, que describan 

los trámites correspondientes para que el público usuario los 

conozca. 

 

Los registros cuentan con una plant i l la de personal que no 

corresponde a la carga de trabajo que usualmente se l leva a cabo 

en la Instituc ión. Las condiciones para el desempeño de su 

trabajo, los bajos salar ios, la fa lta de adecuados sistemas de 

estímulos y sanciones, entre otros factores, han conducido a que 

en complic idad con algunos usuarios, se hayan establecido 

métodos parale los para ef ic ientar los servicios, ocasionando con 

el lo corrupción, que en el mejor de los casos consisten en 

preferencias injustif icadas para c iertos usuarios para disminuir 

los t iempos de respuesta de los servic ios registrales. 

 

 

2.-   Marco Jurídico  

 

 

 

El Marco Jurídico  que regula la operación de los Registros es 

muy extenso y, en algunos casos, francamente obsoleto y 

confuso.  

 

Por otra parte, se cuenta con criter ios jur íd icos no muy claros y 

en algunos casos contradictor ios, toda vez que es frecuente 

encontrar en el Registro Público de la Propiedad de cualquier 

estado, que registradores del mismo interpreten en sentidos 

opuestos un precepto juríd ico determinado. 



 

 

3.-  Servicios y Operación .  

 

 

Los actuales métodos de trabajo de los Registros Públicos de la 

Propiedad se establec ieron a través de la costumbre y no existen 

sistemas formales, salvo algunos casos en los cuales se tuvo la 

imperiosa necesidad de automatizar algunas funciones o 

activ idades. 

 

Por otra parte, es frecuente encontrar que los lugares donde se 

presta el servic io de consulta del acervo registral no es e l 

idóneo, toda vez que son áreas pequeñas y de baja i luminación; 

asimismo, parte del acervo registral documental se encuentra en 

malas condic iones f ís icas por una antigüedad de varias décadas y 

han estado resguardados en lugares que no reúnen las 

condic iones ambientales idóneas para su conservación, o ya sea 

por su uso o por el s imple transcurso del t iempo o porque han 

sido muti lado por algunos de los usuarios.  

 

No debemos de olvidar que los Registros Públicos de la Propiedad 

son una importante fuente de captación de ingresos de los 

estados de la república, pero como unidades administrat ivas de 

el los, en sus respectivos presupuestos de egresos no se les 

proporcionan los recursos económicos necesarios para su cabal 

funcionamiento.  

 

 

 

 

 



4.-  Tecnología.  

 

 

En la mayoría de las of ic inas de los Registros Públicos de la 

Propiedad cuentan con parte de su acervo registral en bases de 

datos informáticos pero que cumplen parc ia lmente con los 

requerimientos de los registros y la mayoría del acervo registral 

se encuentra en l ibros. El s istema integral de información 

Registral contempla la generación de bases de datos con la 

información básica contenida en los l ibros y en su caso, en los 

fol ios, para su almacenamiento en discos ópticos, director ios de 

acceso a las imágenes digita l izadas, a efecto de poder consultar 

la información por pantal las, obtener impresiones y tener un 

control de gestión real y veraz, así como poder proporcionar a 

ciertos usuarios el servic io de vinculac ión remota.  

 

Estos sistemas presentan algunos problemas, los cuales no 

desarrol laremos por considerarnos neófitos en la materia, pero 

no obstante sabedores que han dado como resultado un servic io 

inef ic iente y con menoscabo del f in últ imo del Registro Público 

de la Propiedad: la seguridad juríd ica. 

 

 

III. MODERNIZACIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA 

PROPIEDAD  

 

 

En términos del art ículo 26 de la Constituc ión Pol ít ica de los 

Estados Unidos Mexicanos, el desarrol lo nacional ha de ser 

consecuencia de su planeación. De una Planeación Democrática 

que imprima sol idez, dinamismo, permanencia y equidad al 

crecimiento de la economía y la democratizac ión polít ica, socia l y 



cultural de la nación. Sus objetivos estarán determinados por los 

f ines del proyecto nacional contenidas en la propia Carta Magna 

y habrá de recoger las aspirac iones y demandas de la sociedad 

tal es el mandato socia l en la materia, y más ahora con la 

tendencia global izadora de nuestros t iempos. 

 

Esto es así, porque aunque corresponde al Estado la conducción 

y coordinación de la activ idad económica nacional de 

conformidad con el art ículo 25 de la propia Constituc ión, e l 

constituyente permanente ha estimado que esta misión no habrá 

de cumplir la e l Estado actuando a su arbitr io, con omnipotencia o 

a su mero capricho, sino requiere de todos los sectores 

involucrados. 

 

La Planeación del Desarrollo se encuentra defin ida en las Leyes 

de Planeación de los Estados, y la podemos definir como:  

 

“La ordenación racional y sistemática de las 

acciones que, sobre la base del ejercic io de las 

atribuciones del Poder Ejecutivo, en materia de 

regulación y promoción de la actividad económica, 

social, pol ít ica y cultural, t iene como propósito la 

transformación de la real idad del país, de conformidad 

con las normas, principios y objetivos que las propias 

Constituciones y las Leyes establecen.” 

 

Por otra parte, las mismas Leyes señalan que en el ámbito del 

Sistema de Planeación Democrática y a través de foros de 

consulta popular, tendrá lugar la part ic ipación de los diversos 

grupos socia les con el objeto de que la poblac ión exprese sus 

opiniones para la elaboración, actual izac ión y ejecución del Plan 

Nacional de Desarrol lo. 



 

La partic ipación de los diversos sectores en este esfuerzo, es 

garant ía de que el Plan expresará la manera en que los 

mexicanos deseamos contribuir al desarrol lo nacional, para 

superar, s i no la cr is is económica y f inanciera s i su 

estancamiento, y enfrentar el reto a la modernidad de 

inst ituc iones que bien pudiese ser los Registros Públicos de la 

Propiedad que todos aspiramos. 

 

Compartimos la opinión de quienes piensan que los Registros 

Públicos de la Propiedad son inst ituciones garantes de fe pública, 

al servic io de la sociedad, creadas con el objeto de brindar 

seguridad y public idad a las transacciones inmobil iarias y a las 

activ idades civ i les, mercant i les y f inancieras. 

 

Estamos convencidos de que la f ide l idad de los asientos 

registrales y su oportuna public idad (condic ión básica para 

conocer y proteger uno de los intereses juríd icos de la poblac ión, 

su patr imonio inmobil iar io) generará un c l ima de confianza en la 

poblac ión y para la invers ión exterior, toda vez que la seguridad 

juríd ica resulta determinante. 

 

Además, la operación ef ic iente de los Registros Públicos de la 

Propiedad, tanto en la cal idad del servic io registral y volumen de 

las transacciones inmobil iar ias, constituye un invaluable apoyo a 

los programas de inst ituc iones públicas con responsabil idad de 

alcance nacional y estatal, or ientadas, entre otras materias, a 

vivienda, desarrol lo urbano, f inanciamiento, patr imonio público y 

regulac ión terr itor ia l. 

 

Por todo el lo coinc idimos con quienes af irman que la 

obsolescencia o burocrat ismo en la operación de los Registros 



Públicos de la Propiedad, deprime el tráf ico inmobil iar io, la 

intermediac ión bancaria y la act iv idad mercanti l; desal ienta la 

inversión tanto nacional como extranjera y defiere los proyectos 

industr ia les, comercia les y de vivienda del país, lo que es un 

lastre para la economía del país que se debe de abolir. 

 

En virtud de lo anterior y teniendo en cuenta la prioridad que el 

gobierno de la república ha otorgado a todas aquéllas acciones 

vinculadas con el crec imiento sostenido y sostenible de la 

economía, el desarrol lo socia l y el fortalec imiento de la 

seguridad jur íd ica, resulta evidente la urgencia de impulsar la 

modernización de los Registros Públicos de la Propiedad del país; 

dicha acc ión ser ía un detonante de la economía nacional, puesto 

que crearía un ambiente de seguridad para la inversión tanto 

nacional como internacional. 

 

Modernizar íntegramente el Registro Público de la Propiedad en 

México, requiere de una decis ión pol ít ica que, en nuestra 

opinión, debiera traducirse, entre otras, en las siguientes 

acciones: 

 

�  Realizar un análisis de la estructura organizacional de 

cada uno de los Registros, por parte de una Institución 

asesora profesional e independiente, con el objeto de 

elaborar tanto la propuesta de estructura como el manual 

de procedimientos correspondientes a cada uno de ellos, 

a efecto que sean acordes a su real idad. 

 

�  Integrar en cada uno de los Registros Públicos de la 

Propiedad del país, un Manual de Servicios  al público, 

que contenga el universo de los trámites y sus 

procedimientos. 



  

�  Revisar la Legislación  apl icable a la mater ia registral 

en cada entidad federativa, a f in de impulsar las reformas 

que den sustento a la Modernización Integral del Registro 

Público de la Propiedad. 

 

�  Establecer un Programa Permanente de Capacitación  y 

actual ización para el personal, sobre todo para el que se 

encuentra en áreas sustantivas. Esta tarea deberá 

real izarse por una Institución Profesional de asesoría 

especial izada. 

 

�  Institu ir en cada estado de la república, el Servicio Civil 

de Carrera Registral, para que los registradores tengan 

estabi l idad en su empleo y una remuneración acorde a su 

responsabil idad y crearles una conciencia de servicio y 

mejora continua. 

 

�  Establecer S istemas de Trabajo y de Control para cada 

uno de los servicios que ofrecen los Registros; determinar 

los trámites factibles de automatizar, y defin ir los que 

puedan ser efectuados directamente por determinados 

usuarios, como notarios y corredores públicos, 

dependencias ofic ia les, inst ituciones bancarias, 

inst ituc iones de vivienda, entre otros. 

 

�  Implementar en cada registro, la Reingeniería de 

Procesos  a efecto de revisar procedimientos y f lujos de 

información; posteriormente l levar a cabo las 

modif icac iones necesarias y automatizar lo conducente, 

con el involucramiento del personal operativo de las áreas 

en los nuevos esquemas de trabajo.  



 

�  Actualizar las bases de datos  que se disponga, en su 

caso, restaurar el acervo registral que lo requiera. 

 

�  Acondicionar los lugares o bóvedas donde se 

resguarda el acervo registral, de tal suerte que se 

tengan las condic iones ambientales idóneas para su 

conservación.  

 

Y antes de mencionar la acción que consideramos más 

importante, es conveniente señalar que los Registros Públicos de 

la Propiedad se han caracterizado por ser grandes captadores de 

recursos económicos, por concepto de los Derechos  que se 

cobran por el servic io precario que prestan, que en la mayoría de 

las ent idades federativas no corresponde al servic io prestado, 

por ende sería conveniente: 

 

�  Constituir, en cada estado de la federación, una 

Entidad, que adoptaría la forma de un organismo 

descentral izado de la administrac ión pública local, 

con funciones de autoridad, personalidad juríd ica y 

patr imonio propio, en sustituc ión de las actuales 

Direcciones Generales del Registro Público de la 

Propiedad de cada entidad federat iva, que además de 

las funciones propias de la inst itución, tendría a su 

cargo las acc iones de modernización antes citadas.   

 

Asimismo, sería conveniente la creación de un ente juríd ico, por 

arriba de los Registros, que bien pudiese ser un Instituto o 

Colegio que tenga por objeto, entre otros, el implementar, 

anal izar y perfeccionar, la unif icación de criter ios en materia 

registral, órgano de consulta, que pudiese fungir como árbitro, 



cuando las partes interesadas así lo convengan, de capacitac ión 

y certif icador registral, recopi lador de materia l bibl iográf ico de la 

materia registral,  etcétera. 

 

Órgano que estaría integrado por los t itu lares de los  Registros 

Públicos de la Propiedad de los Estados y del Distr ito Federal,  

registradores; así como los pr inc ipales usuarios del servic io, 

como son: los fedatarios públicos (Notarios y Corredores); 

Instituc iones Nacionales de Crédito; Afianzadoras; Inmobil iar ias; 

Arrendadoras; Instituciones de Vivienda; entidades 

gubernamentales ya sean federales, estatales o munic ipales, 

como la Secretaría Economía, Catastros locales, etcétera. 

 

Resumiendo, podemos concluir que la Modernización Integral del 

Registro Público de la Propiedad en México, debe consist ir en 

la transformación de cinco elementos fundamentales, a saber: 

marco jurídico; estructura, organización y recursos 

humanos; servicio; operación; y tecnología.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



C O N C L U S I O N E S 
 
 
 
PRIMERA.- El Registro Público de la Propiedad  es la Inst ituc ión 

garante de la fe pública registral al servicio de la sociedad, creada 

con el objetivo de br indar seguridad juríd ica y public idad a uno de 

los aspectos más importantes del ser humano, su patrimonio 

inmobil iar io, con arreglo a las disposic iones legales y 

reglamentar ias apl icables. 

 

SEGUNDA.- Por lo anterior, podemos afirmar que el Derecho 

del Registro Público de la Propiedad es “ El conjunto de 

normas jurídicas relativas al patrimonio inmobil iario y mobil iario, 

así como a integración y modif icación de personas morales en los 

términos de la legislación civi l , que requieren de una public idad 

adecuada para surtir sus efectos jurídicos frente a terceros, a f in 

de otorgar la debida certeza y seguridad jurídica, tanto a los 

t itulares registrales como a todos aquéllos que están obl igados a 

respetar los derechos generados por éstos, mediante su 

inscripción en el Registro Público de la Propiedad, institución que 

está organizada y estructurada según los ordenamientos locales“ 

 

TERCERA.- El Derecho del Registro Público de la Propiedad, 

por las caracter íst icas que posee y que en el cuerpo de este 

documento desarrol lamos, debe clas if icarse dentro del Derecho 

Público y específ icamente en el Derecho Administrat ivo. 

 

CUARTA.- Los Principios Registrales son: aquellas orientaciones 

que sirven de base o fundamento para explicar principalmente el 

procedimiento y la función de la institución del Registro Público de la 

Propiedad, y están plasmados tanto en el Código Civil aplicable a la 

ubicación del inmueble, como en la Ley y/o Reglamento del Registro 



Público de la Propiedad correspondiente; son la base y presupuesto 

de todo el sistema registral. 

 

QUINTA.- Los Principios Registrales son: Publicidad, Rogación, 

Prelación o Prioridad, Inscripción, Especialización, Tracto Sucesivo, 

Buena Fe, Legalidad o Calif icación y Fe Pública Registral. 

 

SEXTA.- Tercero Registral:  Es la persona que inscribe un 

derecho real adquirido de buena fe y a t ítulo oneroso, sí ese 

derecho se adquirió de quien aparecía como su t itular en el 

Registro Público de la Propiedad. Una vez inscrito, su derecho es 

oponible y preferente a cualquier otro supuesto t itular con derecho 

anterior pero no inscrito. 

 

SÉPTIMA.- La Inmatriculación  es la inscr ipc ión de la propiedad o 

posesión de un inmueble en el Registro Público de la Propiedad que 

carece de antecedentes registrales. 

 

OCTAVA.- La Inmatriculación Administrativa va en 

contrasentido con el s istema registral, puesto que dicha 

inscr ipc ión t iene característ icas constitut ivas en virtud de que el 

derecho del t itu lar nacerá de su registro (acto administrat ivo), por 

lo que se debería de derogar de las legis lac iones estatales que la 

contemplan, toda vez que pude causar inseguridad juríd ica en el 

traf ico del inmueble inmatr iculado. 

 

 

 

 

 

 

 



 

P R O P U E S T A S 

 

 

PRIMERA- Teniendo en cuenta la prior idad que el Gobierno de la 

República ha otorgado a todas aquéllas acciones vinculadas con el 

crecimiento sostenido y sostenible de la economía, el desarrol lo 

socia l y el fortalecimiento de la seguridad jur íd ica, a efecto de 

integrarnos a la l lamada global izac ión, resulta evidente la urgencia 

de impulsar  la modernización  integral de los Registros Públicos 

de la Propiedad del país. 

 

 

SEGUNDA-  Sería conveniente la creación de una entidad 

jurídica, jerárquicamente superior a los Registros Públicos de la 

Propiedad locales, que bien pudiese ser un Instituto o Colegio que 

tenga por objeto, entre otros, el coadyuvar en la implantación, 

anál is is  y perfeccionamiento de los procesos registrales, la 

unif icac ión de criter ios en materia registral, ser órgano de 

consulta que pudiese fungir como árbitro, cuando las partes 

interesadas así lo convengan, de capacitac ión y certif icador 

registral, recopi lador de materia l b ibl iográf ico de la mater ia 

registral, cuidando, desde luego, la autonomía de los integrantes 

de nuestra federación. 

 

Dicha entidad estaría integrada por los t itu lares de los Registros 

Públicos de la Propiedad de los Estados y del Distr ito Federal;  

registradores, así como los pr inc ipales usuarios de los servic ios, 

registrales, como son: los fedatar ios públicos (Notarios y 

Corredores), Instituc iones Nacionales de Crédito, Afianzadoras, 

Inmobil iar ias, Arrendadoras, Instituciones de Vivienda, Ent idades 



Gubernamentales ya sean federales, estatales o municipales, como 

la Secretar ía de Economía, Catastros Locales, etcétera. 

 

 

TERCERA.- Constituir en cada estado de la federación, una 

Entidad que adoptaría la forma de un organismo 

descentralizado de la administración pública local , con 

funciones de autoridad, personalidad juríd ica y patr imonio propio, 

en sustituc ión de las actuales Direcciones del Registro Público de 

la Propiedad de cada entidad federativa, que además de las 

funciones propias de la inst itución, tendría a su cargo la 

implementación de las acciones de modernización integral 

sugeridas en este trabajo, en coadyuvancía con e l ente juríd ico 

propuesto en el punto que antecede. 

 

 

CUARTA.-  La Modernización del Registro Público de la 

Propiedad en México, debe consist ir en la transformación de 

cinco elementos fundamentales, a saber: marco jurídico; 

estructura, organización y recursos humanos; servicio; 

operación; y tecnología.  

 

 

QUINTA.- En cuanto al Marco Jurídico, consideramos que sería 

conveniente revisar la legis lac ión apl icable a la materia registral 

en cada uno de los estados que constituyen la federación, a f in de 

impulsar las reformas que den sustento a la Modernización Integral 

de los Registros Públicos de la Propiedad, buscando la unif icac ión 

de criter ios pero respetando la autonomía de cada entidad 

federativa. 

 

 



SEXTA.- Realizar un análisis de la estructura organizacional de 

cada uno de los Registros, con el objeto de elaborar tanto las 

propuestas de estructuras, como los manuales organizacionales 

correspondientes a cada uno de el los, a efecto de que se señalen 

claramente las atr ibuciones, funciones y facultades de cada una de 

las áreas que integran los Registros, para que sean acordes a la 

real idad de cada entidad federat iva. 

 

 

SÉPTIMA.-  Establecer un Programa Permanente de 

Capacitación  y actual izac ión para el personal, sobre todo para el 

que se encuentra en áreas sustantivas, as í como institu ir en cada 

entidad federat iva el Servicio Civil de Carrera Registral, para 

que los registradores reúnan cabalmente e l perf i l del puesto que 

desempeñan, así como que tengan estabi l idad en su empleo y una 

remuneración acorde a sus responsabil idades. 

 

 

OCTAVA.- Integrar los Manuales de Servicios  al público, que 

contengan el universo de los trámites, sus requisitos y t iempos de 

respuesta, así como los procedimientos correspondientes. 

Documentos que deberán de ser accesibles a los usuarios, que bien 

pudiese ser difundido por vía de Internet. 

 

 

NOVENA.- En su caso, restaurar el acervo registral que lo 

requiera y acondic ionar los lugares o bóvedas donde se 

resguarda el acervo registral, de tal suerte que se tengan las 

condic iones ambientales idóneas para su conservación y consulta. 

 

 



DÉCIMA.- Establecer Sistemas de Trabajo y de Control para 

cada uno de los servic ios que ofrecen los Registros; determinando 

los trámites fact ibles de automatizar y defin ir los que puedan ser 

efectuados directamente por determinados usuarios, como notarios 

y corredores públicos, dependencias locales, inst ituc iones 

bancarias, inst ituciones de vivienda, entre otros. Además, diseñar 

un Control de Gestión confiable en cada uno de los registros, a 

efecto de contar con información de manera expedita y veraz, de 

cada uno de los trámites que se l leven ante el los. 

 

 

DÉCIMA PRIMERA.- Implementar permanente en cada Registro, la 

l lamada Reingeniería de Procesos , a efecto de revisar 

continuamente los procedimientos y f lujos de información; 

posteriormente l levar a cabo las modif icac iones necesarias y 

automatizar lo que sea conducente.  

 

 

DÉCIMA SEGUNDA.- Actualizar las Bases de Datos  de que 

dispongan los Registros, as í como elaborar los manuales de 

procedimientos informáticos creados de acuerdo con metodologías 

que garant icen la seguridad jur íd ica y ef ic iencia en los procesos.  
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LEGISLACIÓN CONSULTADA 

 
 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  
 
1. Aguascalientes 
� Código Civil para el Estado de Aguascalientes. 

�  Reglamento del Registro Público de la Propiedad. 
2.- Baja California 
� Código Civil para el Estado de Baja California. 
� Ley de Organización y Reglamentaria del Registro Público de la Propiedad y 

de Comercio del Estado de Baja California. 
� Reglamento de la Ley de Organización y Reglamentaria del Registro Público 

de la Propiedad y de Comercio del Estado de Baja California. 
3.-  Baja California Sur 
� Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Baja California Sur.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
4.-  Campeche  
� Código Civil del Estado de Campeche.  
� Reglamento de las Oficinas del Registro Público de la Propiedad en el Estado 

de Campeche.  
5.-  Coahuila 
� Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.  
� Ley Reglamentaria del Registro Público de la Propiedad del Estado de 

Coahuila de Zaragoza. 
6.-  Colima  
� Código Civil para el Estado de Colima.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad en el Estado de Colima.  
7.-  Chiapas 
� Código Civil del Estado de Chiapas.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
8.-  Chihuahua 
� Código Civil del Estado de Chihuahua.  
� Código Administrativo del Estado de Chihuahua. 
9.-  Distrito Federal 
� Código Civil para el Distrito Federal.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
� Ley del Notariado del Distrito Federal. 
10.-  Durango 
� Código Civil del Estado de Durango.  
� Ley Reglamentaría del Registro Público de la Propiedad.  
11.-  Guanajuato  
� Código Civil del Estado de Guanajuato.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
12.-  Guerrero  
� Código Civil del Estado Libre y Soberano de Guerrero.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
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13.-  Hidalgo 
� Código Civil para el Estado de Hidalgo. 
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
14.-  Jalisco 
� Código Civil  del Estado de Jalisco. 
� Ley del Registro Público de la Propiedad. 
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco  
15.- México 
� Código Civil del Estado de México.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
16.-  Michoacán 
� Código Civil para el Estado de Michoacán. 
� Ley que crea el Instituto Catastral y Registral del Estado de Michoacán. 
17.-  Morelos 
� Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
18.-  Nayarit 
� Código Civil para el Estado de Nayarit. 
� Ley Catastral y Registral del Estado de Nayarit. 
19.-  Nuevo León 
� Código Civil para el Estado de Nuevo León. 
� Ley Reglamentaria del Registro Público de la Propiedad y del Comercio para 

el Estado de Nuevo León.  
20.-  Oaxaca 
� Código Civil del Estado Libre y Soberano de Oaxaca. 
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
21.-  Puebla 
� Código Civil del Estado Libre y Soberano de Puebla. 
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad. 
22.-  Querétaro 
� Código Civil para el Estado de Querétaro  
� Ley del Registro Público de la Propiedad.  
23.-  Quintana Roo 
� Código Civil del Estado de Quinta Roo. 
24.- San Luis Potosí 
� Código Civil para el Estado de San Luis Potosí. 
� Ley del Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Estado de San 

Luis Potosí.  
25.-  Sinaloa 
� Código Civil para el Estado de Sinaloa.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad para el Estado de Sinaloa.  
26.-  Sonora 
� Código Civil de Sonora. 
� Ley Catastral y Registral del Estado de Sonora.  
� Reglamento de la Ley Catastral y Registral del Estado de Sonora.  
27.-  Tabasco 
� Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Tabasco.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad del Estado de Tabasco.  



 3 

28.-  Tamaulipas 
� Código Civil de Tamaulipas. 
� Ley del Registro Público de la Propiedad de Tamaulipas. 
29.-  Tlaxcala 
� Código Civil del Estado de Tlaxcala.  
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estado 

de Tlaxcala.  
30.-  Veracruz 
� Código Civil del Estado de Veracruz. 
� Ley del Registro Público de la Propiedad. 
31.-  Yucatán 
� Código Civil del Estado de Yucatán. 
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
32.-  Zacatecas 
� Código Civil para el Estado de Zacatecas. 
� Reglamento del Registro Público de la Propiedad.  
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